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J. lNTRODUCCró ;.¡ 
1. La violación, ya sea po r acción u 
omisión, de cualquier obligación esta-
blecida por una nom1a de Derecho 
intemacional (tenga un origen consue-
tudinario, convencional u olro) hace 
surgir una relación jurfdica nueva, la 
de la responsabilidad intemacional, 
relación que tradicionalmente. con in-
dependencia del contenido de la obli-
gación y de la gravedad de la viola-
ción, se ha considerado como una rela-
ción bi latcr.ll, de Es lado a Eslado, que 
se concreta en el deber del sujeto a 
quien se le imputa esa violación de 
efectuar una reparación yen el derecho 
de la vfctima a reclamar y obtener, 
según proced:~, una restitución, una 
indemnización o/y una satisfacción. 
En esta dirección, y en el marco de 
lo estrictamente bilateral, Dionisia 
ANZlLOTTI. a principios del siglo 
XX, definfa la violación del derecho 
internacional como "causa de relacio-
nes j urídicas que tengan por resultado 
la rcsLauración del derecho menosca-
bado ('). con lo que, -como se ha 
interpretado (2)- la obtención de la 
reparac ión rcsumfa la acción del Esta-
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n Rcdaclado. principiOS de 1989. el 
prescnre 1rnbn¡o form• p:lfte de un 
proycc1o de invesrigaei6n m:ls am-
plio que e-; inlcnción del aUlor conti-
nuaren un futuro próximo a la luz de 
los más recientes t.nsbajos. en parti-
cular, de la Comrsión de Derecho 
lnremacionnl, ,.¡ eomodedatos dc la 
prácticll internacional (piénsese, por 
ejemplo. en In "crisis del Go lfo'') de 
tndudablc uansccndcnc!a para este 
tema. 
(') D. ANZILOITt: T<"Oria dclla 
respon<a~il i!Adcllo S ta lo dd d irillo 
intcrnazionnlc pu b~tico, 1902, 
reimpreso en Scr itti d i d iri llo 
intcrnuzionulc pubblico. J>atJua, 
CEDAM, 1956, Tomo t•, p. 62 (re-
cogida de Roberto AGO, infra nota 
2). 
(')R. AGO, Quinto inrormc sobre 
la responsabilidad de los EstadO<, 
Docwncnto NCN.4/29t y Add. t y 
2, ,\.C. D.I. t 976, vol. U. 1' p .. p.44. 
nota 209. 
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(') C.l' J.l. AITalrc relallvo ~ l 'usine 
de C hor7.6w /demande en indcmnn~ 
fond) Sétie A. n• 17 (&rret n' 13. 13 
septcmbre 1928). p. 29. 
(') Decfomns "a ral7. principalmente 
de la Cana" de N.U. porque en el 
Pacto de la Sociedad de las Naciones 
se previa (am. 16 y 17) un régimen 
e.<pecial para los supuestos de recur-
so n la guerra no amp.,mdo< por el 
prop1o Pacto (véase art. 12. par. 10), 
régimen que con llevaba la ndopción 
de una serie de meOtdas o "sancio~ 
ncs" aplicables al agresor por parte 
de Lodos los nncmbros de la orgllm~ 
7..aci6n. 
(') Véase un análisis excelente de 
cstJ práctica en R. AGO. Qu into 
informe ... ci t. pp. 36-43. y en el 
Informe de la C.D.O. a la A.G. sobre 
la lnbor reali1,,d., en su vigésimo 
octavo pcrfodo de sesiones: Docu-
mento A/31/10, A.C.D.I. 1976, vol. 
11, 2' p., pp. 102-107. 
(')Anlculos39y l dc laCanadcN.U. 
(') En c<tos t~rminos, CARRILLO 
SALCEDO. Juan Antonio, Sohcra-
nW del E~tudo y Dutcho in terna· 
d una!, Tccnos. Madrid. 1976. pp. 
258-9. 
(')De In ingente bihliogmrta sobre el 
iuscogcns, ¡xxlri.an cit.·usc, oomoobnt.c: 
intcrcsmltcs pero sin ánin 10 c.r.c luycntc. 
las siguientes: Confe rcnce on 
lnt e.rnutionnl Lnw, l.agonissi (Grc· 
ciu), 3 -8 de Abril de 1966: Thc 
Conccp l o f Jus Co¡.::ens in 
l n tcrnation u l L uw, Curncgic 
Endowmcnl dor lnlcrn::ttional Pcacc, 
Ginebra l967;GOMEZROBLEDO, 
A.: "Le j us cogcns mtcrnnlionnt: sa 
gcne.¡¡;c, sa naturc. ses fonctions", 
R.C.A.D.I., 198 1-t ll , pp. 9-2 18; 
MARP.K, K,: "Contribution Al étude 
du¡uscogenscn Droit in tcmotional", 
Rccucí l d'Etudes d e 0 .1. e n 
.hnrnrn.tHu- .1t . 'Quu l C:tyyv.tnru, ¡,,.. 
Faculté de Droit de Gencve et 
I.II.U.E.l .. Ginebrn 1968. pp. 426-
59, MIAJA DE t.A MUELA. A.: 
"tus CQi!~ns y ius dlspositivum en 
DerechointcrMcional público", Ho· 
men"je el Profc<or l.cgoz y 
Locambr•. Santiago 1960, Tomo 11. 
pp. 1121 · 53; SCIIWARZ EN-
IJERGER, G.: "lntcrnotionol J us 
Cogen<?",Tcx:>.< Law Revlew, 1964-
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do perjudicado. La propia Corte Per-
manente de Justicia Internacional se-
i'lalaba en 1928 que " es un principio de 
Dc~cho Internacional, y tambi~n una 
concepción general del derecho, que 
cualquier violación de un compromiso 
entrai'ia la obligación de reparar" ('). 
Pero esta respuesta lradicional. ca-
racteríslica de una sociedad interna-
cional sumamemedesccntralizada,pu-
ramcnte relacional. de yuxtaposición 
de soberanías y en la que el eonsemi-
miento del Estado ad t¡u ie re una 
relevancia exclusivi sta. ¿no puede ser 
revisada a la luz de los cambios eiena-
menle sustanciales acaecido!> en la so· 
ciedad internacional contemporánea? 
2. A raíz principalmente de la Cana 
de las Naciones Unidas, la relación 
exclusivamente bilateral que surgía de 
la comisión de un hecho inlema-
cionalmcmc ilícito no queda ya 1an 
circunscrilacuando se producen deter-
minadas violaciones al Derecho inter-
nacional. El hecho de que un tratado 
internacional con vocación uni versal 
tome un partido tan decidido en la 
defensa de unos valores que considera 
esenciales, hace que cualquie r grieta al 
respecto interese no sólo a los Estados 
o entidades di rectamente en con nielO. 
Pero, además de proclamar unos pro-
pósitos y unos principios, o. lo que es 
lo mismo, eategotías de obligaciones 
jurídicas en cuyo ~spclo se está espe-
cialmente imercsado, la carta tic la 
N.U.(') y su posterior desarrollo en la 
práelica (5) introduce medida~ espe-
cial<'< rk " n:nr('<ión' ' 0 dr nrción co-
lectiva coerciliva, para las violacio· 
nes a esas obligaciones que impliquen 
una "amenaza a la paz", u "qucbranla· 
miento de la paz" o un "acto de agre-
sión" (6). Por tamo el régimen de ~s­
ponsabilidad internacional aplicable a 
ciertas hipólesis de hechos interna-
cionalmente ilfcitos es difcrcme al de 
otras: toda violación del Derecho in-
ternacional ya no sólo puede emrai1ar 
la obligación de reparar por pan.c del 
imputable respecto de la vfctima di-
~cta. 
Además, a raí~ de la Carta de N.U., 
la práctica cstaw subsiguiente va a 
consolidar, en Derecho imemacional, 
la existencia de nonnas jutidicas que 
recogen los intereses de la comunidad 
intemacional en su conjunto, los de 
toda la humanidad, de nonnas jutidi-
cas que suponen exigencias indispen-
sables para la existencia misma de una 
sociedad imemacional y que, por ello 
son imperiosas, absoluias, superiores 
a la voluntad de los Estados ('). Gra-
cias a su arraigo cada vez más profun-
do en la conciencia jurfdica de la hu-
manidad. por guardar relación con va-
lores jurídicos esenciales, esta normas 
de ius cogcns ha tenido su entrada en 
la obra de codificación y desarrollo 
progresivo del D. l. emprendido por las 
N. U. a 1 rav~s de su primera fonnulación 
positiva en la Convención de Viena 
sobre el derecho de los tratados de 23 
de MAyo de 1969: Según su artículo 
53, la nonna imperaliva de Derecho 
intcmacional general es aquella nonna 
aceptada y reconocida por la comuni-
dad internacional de Estados en su 
conjunto como nonna que no admite 
acuerdo en contrario y que sólo puede 
ser modificada por una nonna ulietior 
de Derecho itllemaeional general que 
1cnga el mismo car;lcicr ('). 
De esta fonna el ius cogcns signi-
fi ca una excepción al volunlarismo y 
rclalivismo del Derecho intcmacional, 
haciendo inoperable la regla ius poste· 
rior derogat iuri priori si la nueva 
nom1a no 1 iene el mismo carácter im-
perativo. Por lo 1an1o, su derogación 
no es posible y todo "acuerdo" (en 
"Cntidn an¡olio\ oue e~té en ono~ición 
a la nonna de ius cogeos es nulo (9). Si 
cs1o es así, mal puede concebirse · 
como ha sei1alado Robe no AGO- que 
la evolución ju tidica de los Estados en 
cuanto a la idea de la inadiñisibilidad 
de la derogación de cienas reglas no 
haya ido acompañada a una evolución 
paralela en la esfera de la responsabi-
lidad de los Eslados: Parecería conlra· 
dictorio seguir atribuyendo las mis-
mas consecuencias a la violación de 
obligaciones derivadas de nonnas de-
finidas como "imperativas" y a la vio-
lación de obligaciones emanadas de 
,, 
nonnas que pueden ser derogadas me-
diante acuerdos panicu lares. Por las 
mismas razones parecería contradicto-
rio que en caso de violación de una 
nonna de tanta imponancia para la 
comunidad internacional en su con-
junto que se la cali fica de "imperati-
va", se siga considerando que el vfncu-
lo de responsabilidad se establece úni-
camente entre el Estado autor de la 
violación y el Estado directamente le-
sionado por ésta ('0) . 
La propia Cone Internacional de 
Justicia ha sido sensible -y es sensible-
a la evolución que ponemos de mani-
fiesto. En efecto, en no pocas de sus 
resoluciones, la corte no ha hecho la 
vista gorda ante nonnas -y ante situa-
ciones- que, por su imponancia -o por 
lo que impli can-, tiene una lectura 
diferente a la de los demás. Poco tiem-
po le bastó para invocar "considera-
ciones elementales de humanidad, más 
absolutas aún en tiempo de paz que en 
tiempo de guerra" (11) o para hacer 
referencia a principios convencionales 
pero que "obligan a los Estados al 
margen de todo vínculo convencio-
nal " (12). En el asunto de los rehenes 
norteamericanos, por ejemplo, habló 
del "carácter imperativo de las obliga-
ciones jurídicas que incumben al go-
bierno de Irán" (") o en una de sus 
últimas y más imponantcs sentencias· 
la de 27 de Junio de 1976 en el asunto 
de la actividades mi litares y 
paramilitares- el entonces presidelllc 
NAGENDRA SINGH, se felicitaba de 
que la Corte identificara el principio 
del no uso de la ruer1.a con el ius 
cogens, principio estrechamente liga-
do a los "esfucrt.os desplegados por la 
humanidad para promover la paz en el 
mundo atonnentado por las luchas" 
(''). 
Sin embargo, la afinnación más 
tajante de la Cone Internacional de 
Justicia en relación a este problema y 
que, sin duda, constituye una referen-
cia obli gada en la historia de su juris-
pmdencia, es la contenida en la senten-
cia de 5 de Febrero de 1970 en el 
asunto de la Barcelona Traction al 
señalar que: 
"Una distinción esencial debe esta 
blcccrse entre las obli~'lcioncs de los 
Estados hacia la comunidad Interna-
cional en su conjun to y las que nacen 
con respecto a otro Estado en el marco de 
la protcccilin diplomática. Por su misma 
naturalcz3, las primeras conciernen a 
todos los Estados. Dada la imponanc1a 
de los derechos en juego, puede conside-
rarse que lodos los Estndos tienen un 
interés juridiro en que esos derechos 
sean protegidos; las obligaciones de las 
que se trata son obligatorias erga omnes··. 
("). 
En este dicturn, es ev idente que la 
Corte está haciendo una referencia ex-
presa al ius cogens internacional, con 
frases que recuerdan al an . 53 de la 
Convención de Viena de 1969: esa 
referencia, empe ro. no está hecha des-
de el pumo de vista de las nom1as: es 
evidente que las normas de ius e o gens 
dima nan ohligac ioncs erga omnes, es 
deci r, nhligncioncs que son oponibles 
a todos («). Pero, por otra parte, en lo 
que más debemos fijar nuestra aten-
ción es en introducción de un concepto 
de suma importancia en el terreno de la 
responsabilidad internacional: la actio 
popularis. Existe acción -ni menos en 
un sentido amplio- por parte de todos 
los Estados en la observancia de di-
chas obligaciones porque todos po-
seen un interés de carácter jurídico 
para que los derechos subjetivos corre-
lativos a esas obligaciones sean respe-
tados. Como señalara el Profesor MIA-
JA, la doctrina jurisprudencia] transcrita 
supone la existencia de unas obl iga-
ciones cuyo sujeto activo es la huma-
nidad entera, la comunidad internacio-
nal (17). 
Por lo tant o, la sentencia de la Ba r-
celona Traclion reconoce implfcita-
mcnte que en caso de violación de una 
obligación erga omncs ("). la relación 
de responsabilidad internacional que 
se establece no sólo es bilateral sino 
que se amplía a todos los Estados: 
cualquiera de ellos cstarfa autorizado 
para reclamar la responsabilidad del 
Estado al que se le im pute el hecho 
intcmacionalmentc ilícito. 
t 9ñ5. vol. 43, pp. 455 ss., reproduci-
do en las Aclo.s de la Conferencia de 
Lagonissi cit. pp. t tS-140; 
VERDROSS, A: '"Jus dl•pos ilivum 
andJus Cogen< in lntematiooal Law". 
A.J.l.L. t966. 19 • PP. 55 SS .. 
VIRALL Y, M.: ··RéOcxions sur le 
jus e<>gcns"'. A.F.O.I. 1966. pp. 5-
30; YASSEEN, M.K.: '"Rénexions 
sur la détermination du ju~ cogens", 
en L'elaboration du Droit 
in tcrn at ion al. Coltoq u e de Tou tousc, 
société fran9a ise pour le Droit 
mtcrnauonal. Pcdonc, París 1974. pp. 
2()4 SS . 
('). Según el primer inciso del arl. 53 
de !o Convención de Viena de !969. 
··es nulo todo tratado que, en el mo-
men 1ode " ' celebración, es1écn opo-
sición con una norma imperativa de 
Derecho mtcmttcionltl general''. El; 
cvide ntcquclo mismo podria obscr· 
vnrsc no sólo del trntado sino Ulm· 
bién de lrt.s costumbres o netos con 
eficacia normativa posteriores. 
(' D) R. AGO. Quinto inrormc ... ci l1 
p. 34; en los mismos t érmino~. l:t 
C.D.I. en su informe a la A.G . ... cit. 
(Documento Af31/l 0). p. 100. 
(")C.IJ. Rccucil, !949, p.22(AITairc 
du détroil ele Corfon-fondo); el su 
brayado es mío. 
( '') C.!J . Rccucíl, t 95 t, p. 23 (A vts 
COIISI II131 ir, R~rvcs a lo Convcnlion 
pou r la pré\lent ión ct la réprcssion 
du crimcdc ~~nocidc): el subrayndo 
es mío. 
(") t.CJ. RcporlS !980. p. 41. par. 
88. En cualquier caso. véase la rc-
Ocxión sobre el carácter imperativo 
de los privilegios e inmunid .:~.dcs di· 
plom<í ticos rcalit.ada en mi artfcuto 
sobre "Las obligaciones crga o m ne' 
en el D erecho intcrnucional (;OiliCm .. 
por~nco··, R.J.E. La te¡•, t 985-t•. pp. 
! 038 SS. 
("}Opinión separada de Ni\GENDRA 
3lNGil a la sentencia referida: l.C.J . 
Rcports 1986. p. 153. 
(")C. !J. Re<:ucill970. p.32.par.33 
(Affaire de la Barcelona Traclion, 
Ltghtnnd J>owcrCompany, Limitcd, 
dcuxiemc phasc); el subrayado es 
mío. 
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(") Esexacto la frese de l prof. J USTE 
RUIZcuondo aflCillaquc"las no mus 
cr~a omnes . .. constlluyen la fuenle 
principal de obligaciones juridicas 
~rga omnc-s en el Derecho inre:rna· 
cional nctuol"' (JUSTE RUii'~ José: 
.. Las obligaciones tr¡:n omnes en eJ 
Derocho inttrnac10nsl público". Es-
lutl ins de D. l . en homenajt al P ro · 
fesor Miaja de la M uela. tomo 1, 
T ccnos. M adrid 1979. p. 227). 
l'i~nscse . por c¡cmplo. en la nfu-ma· 
ción de la C.IJ. en las sentencias de 
20 de d>ciemhre & 1974 (ensayos 
nucleMes) refiriéndose D cienos a.c-
los unilatcralrs: "Thc umlatcral 
s tatements of lhe Frcnch aulhoriúcs 
werc modeoutsidelhcCoun,publicly 
and erga omncs .... ÚIC interna! tonal 
community as a Wholc ... " (I.C J . 
Reports 1974. p. 269). F.< "lógico'' 
pensar que "no todos" los actn. uni-
f:UC1'3Ics dcclnnm normas de ius 
COJ!C!O,~. 
( '') MIAJA DE L A MUELA. Adol-
fo: "r\1 inu:res de las pnrlcs ~" el 
proC<>SO ante el Tribuna l lntcmacio-
naldc l usticia'". S tudi ln o nor edi C. 
:\iurelli .Giuffre, Milán 1975, p. 557. 
('')Es~ obligactones c rgil omncs . 
como con1inuó d1cicndo la Corte--
"décou lent parcxcmple. d liJIS lcdroit 
intcm.11ionalcon1cmpornin,de la nusc 
hors !u loidesnctes d · ~ gression ct du 
génOCldc mais aussi des príncipes et 
des rCglc.s concernont les droits 
fonclamenraux & L1 pcrsonnchtuname, 
ycompris la protecljon eontre lapmc· 
tique de 1' esclavagcctln.liscrinún.'tioo 
racialc. Ccrtains droi1s de prolcction 
correspondnnts se sont mtégrés au 
droit internationol gtnérot (Réserv"" 
atacon.,c-ntion pour la prCvention 
ella rEprcssion du crimcdcgénocidc, 
avis consultllif, C.IJ. Rccucil 1951. 
p. 23): d'outrcssontconféréspardes 
insuumenrs inlernationaux de 
c:J.r.lciC:re u ni verse! o u qua si uni\oet$cr• 
(C. U. Recueil 1970, p. 32. par. 34). 
(")Scmenci•de l 8del ul iode 1966, 
I.CJ . Rcports 1966. p. <11, ¡ur. 88. 
('") Por todos. véase ~n comentario 
dc losa>l""' tosquemás nos interesan 
de esto sentencio en MJNA. A.. " El 
in teré..! ... cit." , pp. 549 ss. 
('')Como sena la AGO en su quinto 
inrormc, en la memoria prescnL, d.'\ 
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Bien es verdad que el obitcr dictum 
de la Cone es una manifestación aisla-
da en su jurisprudencia, pero suma-
mente signi licativa -por la reacción o 
giro de 180" que supone- si se piensa 
en la posición adoptada cuatro nños 
antes por el mismo tribunal en los 
asun1os del Suroeste africano cuando 
se negó a adm itir que en el derecho 
existiera una cspccicdcactio popularis 
"o un derecho que corresponda a lodo 
miembro de una colectividad a ejercer 
una acción para la defensa de un inte-
rés público" (19). De todos modos es 
conocido que este previo posiciona-
miento de la Conc se hace en el marco 
de una sentencia confusa o. al menos, 
e¡¡trcmadamente técnica y apretada y 
adoptada con el voto dirimcme del 
Prcsidcme (">). 
Lo importante es que, en numero-
sas ocasiones, la Cone Internacional 
de Justicia ha hecho eco de esas obli-
gaciones "esenciales", afinnando, in· 
cluso, que todos los Estados están le-
gitimados para reclamar su observan-
cia; sin embargo, los tribunales in-
ternacionales (judiciales o arbi Lralcs) 
nunca han decidido la aplicación de 
formas de r esponsabilidad dist intas 
de la obligación de reparar. Ahora 
bien. ni los Estados se han dirigido a 
ellos para que decidieran sobre la apli-
cación de otras fonnas de responsabi-
lidad (!'), ni los instrumentos inlcma-
cionalcs que instituyen esos tribunales 
o que prevén su jurisdicción contem-
plan. en su caso, otra posibilidad que 
la detcnninación de la "naturaleza o 
l!"..t",\...')~J)\1\~ u~ .f..tt l'\..~í\t;;\,!'.~~1 ~\!" ,h." ~ 
hacerse po r el quebrantamiento de una 
obligación internacional"("). Afimlan-
do , como lo hizo la Corte Pcnnanente, 
que "cualqu ier violación de un com-
promisocntraña la obligación de repa-
rar" (B) o incluso que la " reparación es 
... el complemento indispensable de 
una falla de aplicación de una conven-
ción, sin que sea necesario que ésta 
prevea expresamente !al consecuen-
cia" ("), en absoluto se está diciendo a 
la vez que sea la única consecuencia 
que pudiera derivarse del incumpli-
miento de una nonna. Y lo que nunca 
ha sostenido un tribunal es que no sean 
posibles en Derecho Internacional la 
adopción -en sus justos lénninos- de 
medidas de represa! ia o· 'sancionatorias' · 
~) o que el contenido de la obligación 
violada no pudiera acarrear un régimen 
distinto de responsabilidad intemacio-
nal. 
En general, tampoco la doctrina se 
ha mostrado reacia a una distinta rela-
ción jurídica de responsabilidad inter-
nacional; antes bien, a panir de la 
segunda guerra mundial (26) y desde el 
final mismo de las hostilidades, en un 
momento en el que la imagen de los 
horrores que habfa vivido la humani-
dad estaban aún presente, voces lan 
autorizadas como las de LAUTER-
PACHTo JESSUPen la doctrina occi· 
dental o la de LEY IN en la soviética, 
coincidieron en la necesidad de distin-
guir dos categon'as difcrcmes de he-
chos intcmacionalmente ilfcito y de 
las que debían derivarse consecuen-
cias jurídicas distintas. A pan ir de los 
años sesenta, las 1om as de posición de 
la doctrina han sido cada vez m:!s 
frecuemcs y finnes, hasta representar, 
en las obras de nuestro tiempo -como 
indica Roberto AGO-, un punto de 
vista sólidamente apoyado y, cosa sig-
ni ficativa. no impugnado de hecho, 
di bujándose una unidad fundamemal 
de parecerse en el desarrollo de la 
pr:!ctica y de la leorfa respecto del 
problema que nos ocupa (!'). 
3. Precisamcme en 1960, en el seno 
de la Sexta Comisión de la Asamblea 
General de N.U .. las dclcj!aciones de 
la Unión Soviética y de otros paises 
socialistas, cri ticando durameme el 
anteproyecto de anrculos sobre la res-
ponsabilidad imenacional de los Esta-
dos presentado por GARCIA 
AMADOR, especialmente -por limi-
larse al examen de la responsabi lidad 
por daiios causados a los extranjeros 
(21), manifestaron que lo rcalmcme 
urgente de codificar eran las reglas de 
la responsabilidad de los Estados por 
violaciones que atentan a los princi-
pios fundamcmalcs del derecho intcr· 
nacional: las obligaciones relativas al 
mantenimiento de la paz y de la segu-
ridad intemaeionalcs. la agresión y 
otros atentados a la integridad territo-
rial, la independencia y la soberanía de 
Jos Estados, asf como los atentados al 
derecho de Jos pueblos a su libre deter-
minación ('9) . 
Debido a estas criticas, la C.D.I. 
tuvo que plantearse qué vfa segui r en la 
codificación del derecho de la respon-
sabilidad de los Estados: o continuar 
con la emprendida por GA RCIA 
AMADOR, o aceptar la tesis "socia-
lista", que hizo suya especialmente 
TUNKIN, o, como prefirieron otros 
miembros de la Comisión, codificar 
las reglas de la responsabilidad de los 
Estados en general, es decir, las reglas 
que establecen las condiciones de la 
existencia de un hecho interna-
cionalmente ilícito y sus consecuen-
cias (reglas "secundarias"), posición 
que fue defendida por YERDROSS, 
Y ASSEN y, sobre todo, por AGO. A 
pesar de esta última la vía aceptada por 
la mayorfadc los miembros de l a C.D.!., 
se reconoció, como hizo el propio AGO, 
que la evolución producida en el curso 
de los últimos años en el Derecho 
internacional habla tenido una clara 
incidencia en el campo de la responsa-
bilidad de los Estados y que, por lo 
tanto, la Comisión también debla ocu-
parse de las violaciones en las que 
hacía hincapié la segunda vfa. Según 
dijo entonces Roberto AGO. "hay pro-
hable mente reglas de D.l. cuya viola-
ción no comporte más que una conse-
cuencia rcparatoria, pero hayotrascuya 
violación comporta no solamente la 
obligación de reparar sino también la 
necesidad de una sanción de carácter 
represivo" (30). 
Enell59 perfodo desesiones( l963), 
los debates en la C.D.!. sobre la res-
ponsabilidad de Jos Estados se desa-
rrollaron en una Subcomisión creada 
para estudiar el alcance del tema a la 
luz del nuevo planteamiento(''). Entre 
las cuestiones indicadas en el progra-
ma de trabajo propuesto por esta Sub-
comisión figuraba la siguiente: "Even-
tualidad de una dis tinción entre he-
chos ilfcitos internacionales que com-
portan simplemente una obligación de 
reparar y hechos ilfcitos que entrañan 
la a pi icación de sanciones. Base posi-
ble de una distinción como ésra" (32). 
El informe de la Subcomisión fue apro-
bado unánimemente por la C.D.r. y 
examinado, también en 1963, por la 
Asamblea General, todas las delega-
ciones que tomaron la palabra, con la 
excepción de los Estados Unidos de 
América, se mostraron de acuerdo con 
la vfa elegida por la Comisión de De-
recho Internacional para emprender el 
estudio de la responsabil idad de los 
Estados (33). 
Hasta el aí1o 1976, la Comisión no 
abordó la elaboración de un proyecto 
de anfculo que estableciera esa distin-
ción. En su presentación, Robe no AGO 
sostuvo firmemente la necc~idad de 
formular una distinción como ésta. 
Según su "quinto informe", desde el 
ténni no de la segunda guerra mundial 
ha surgido progresivamente un con-
vencimiento de que la violación de 
ciertas obligaciones e u yo respeto res-
ponde a un interés colectivo de toda la 
comunidad internacional no puede ser 
considerada y tratada como una viola-
ción "como las otras", sino que repre-
senta necesariamente un hecho 
internacionalmente ilfcito mucho más 
grave. una transgresión que debe cali-
ficarse de otra manera y que implica 
por lo tanto el somctim iento a un régi-
mcndistintode responsabilidad. Como 
pruebas directas o indirectas de ese 
convencimiento, el relator espec ial 
mencionó tres circunstancias que re-
visten, a su parecer, un signi ficado 
importante: a) la distinción, consagra-
da en el contexto de las no rmas de 
derecho intemacional. de una catego-
ría especial de norma~ calificadas de 
"imperativas" o de ius cogens; b) el 
surgimiento del principio en vinud del 
cual el individuo-órgano cuyo com-
portamiemo ha violado obligaciones 
internacionales de contenido determi-
nado debe ser considerado personal-
mente punible, a pesar de haber actua-
do en calidad de órgano del Estado, y 
ello de conformidad con normas de 
por el Reino Unido a la C.IJ. en 
relaCJón con el asunto del cs1rccho de 
Corfú. la acción de Albania se defi-
nía como una "intc.rnational 
delinquency" y en vista de tas eir-
CllnSLMcias particulares del c.aso.como 
una "offencc aga.inst humanity" que 
agravaba seriamente la violación del 
derecho internacional y la 
"intcrnational dc:linqucnc:y" cometi-
da por el Estado (C.U. Mémorics 
1949. p.40. parr. 72. apartados a y b); 
sin embargo. la romJa de rcsponsabi· 
lidnd que el Reino Unidopcdí• que se 
aplicase a Albnma era únic.1mcnte la 
obligación de reparar(Quinto infor-
me ... cit. . pp. 29-30. nota 124). Lo 
mismopucdcccmcn laTScdc los as un· 
tos de los rehenes nonc.'\mcricanos 
de Teherán y de las actividades mili-
tares y paramilitarcc; sometidos a Ja 
Corte más recientemente. 
(21) Anícuto 36, apartado 29 • letr:t d, 
del Esratulo de la Corte lntc.rnadonal 
dc Jllstida. 
('') C .P J .1. Affaire rclfllivc il 1' usine 
de C horzów (démandccn indcmnité. 
compélcnce), Séric A, n• 9, (arrctn' 
8), p. 21. 
(") lnduso se ha dado el caso (como 
se Cita en el informe de la C.D.J. a In 
A.G. cit. -Documento A/3 1/10-. p. 
97) de que un tri buna l orbilral inter-
nacional se haya pronunciado sobre 
la licitud de la upliCllción por el Es-
lad u lt"SionudoUc una sanción. cons· 
tituida en este caso por actos de re· 
pre.c;.alia armada. Así se desprende 
del laudo sobre l• R cspon<abilid:Jd 
de Afcmuniu por los duños cauSQ· 
dos: en las colon ias portu..:ucsas de 
Africa meridional (incidente de 
Nauli lon) dicutdo el 31 de ¡ulio de 
1928 por el tribunal arbitral inSiilufdo 
en virtud de tos ans. 297 y 298, 
párrafo 4 del anexo, del Trotado de 
Vcrsaltes, y del laudo del mismo 
Jribunal. emitido el 30 de junio de 
1930, sobre la Responsabil idad de 
Alemania por IM .actos cometidos 
con postC'rioridad al31 de julio de 
1914 y antes de que Portugal partí· 
cipar • en la gucrr • (asunto Cysnc). 
En estos asun1.os. eltñbunal conside-
ró legílimala apl icación de una san-
ción en forma de r< .. "J)rcsalias. con la 
doble condición de que fueran pro· 
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porctonados al hecho ilfcilO y que el 
Esr;,do lcst<>nado hubiera 1 mtado prc-
vla.mcnte. sin conseguirlo, de obte~ 
ner la rcparndón del pcJjuicio sufri-
do. 
(") Véase la actitud de la doctrina 
anterior a la 21 G.M. en AGO. R., 
"Quinto informe ... d t .". pp. 43-49. 
("') R. AGO, Quinto informe ... cit., 
p. 54; respecto de la doctrina poste-
rior o la 2' G.M .. pp. 49-54. 
('') " An!Cproyccto sobre la re>11on· 
s.1bilidnd del Estado J>OT daHos cau-
s:ndos en $ll lerritorin a Ja: persona os 
los bienes de los eKiranjeros". Véase 
el último texto revisado cnAnnu11irc 
de la C.D.!., 1961. voL Il. pp. 48-51 
(documcnt ¡\/CNA/134 et Add. 1. 
ad~itif) . 
"') Esta tesis fue opoyada t:lmbi~n en 
1961 y 1962 por algunas dclcgacio-
ncsdcpaíscsdciTcrcermundo: Véa-
se Marina SP! NEDI: Les crimcs 
ln!<rnationau• de 1' E ta l duns les 
travaux de codirication d~ la 
rcspons~bilité d e.~ ElaL'i rntrcpris 
par les f'\ations Un ies, Puhlication~ 
del' lnsti lut Univcrsi lrure Européen. 
Florencia. 1984. p. 9. 
('") Annuairede laC.D.I .,1962. voL 
I. p. 39. 
( 11 ) Dicha Subcomisión estuvo com· 
pucstapord icz micrnbro<: AGO (Pre· 
sidenle). BRIGGS. GROS.J 1 MENEZ 
DE AREC IIAGA . LACII S. DE 
l.UNA. PAREDES. TSURUOKA. 
TUNKIN y Y ASSEEN (Véase la his· 
toriadecsm Subcomisión en R. AGO 
"Prcmicr mpportsur 111 rcsponsabité 
des Elats", ,\nnuuirc de la C.D.!., 
1969, vol. H. Pfl· 142 ss). 
(") Annuaircde !a C.D.!. 1963. vol. 
11, p. 238; lambtén en el Annuair<' 
1969 cit., p. 144. 
("') La delegación norteamericana 
prcferfa: que se hubiese continuado 
con lalínca deGARC IAAMADOR; 
V M se SI'INEDl. M., o p. cil. , p. 11. 
(")Si bien ésta es uno cuestión que 
no aborde el proyecto sobre la res-
ponsabil idad de los Es1ados. VM.•c. 
en cualquier caso. A.C.D.L 1976. 
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derecho penal intemo paniculanneme 
severas ("), y e) el hecho de que la 
Cana de las Naciones Unidad atribuya 
consecuencias especialmente detemli-
nadas a la violación de cienas obliga-
ciones inLemacionales r'). 
JI. LA DISTINCIÓN ENTRE 
"CRÍMENES" Y "DELITOS" 
INTERNACTON ALES 
4. El texto del proyecto de artfculo 
19 que, con el título de "Crímenes y 
delitos intemacionalcs", fue aprobado 
unánimemente por la Comisión de 
Derecho lntcmacional en su v igé~imo 
octavo pc rfodo de sesiones -1976-(36), 
es el siguiente: 
l. El hecho <le un Es1ado que consti tuye 
un a v iolación de una ob ligac ión iJllcma-
cional es un hecho lntcmacionalmcntc 
il fc ito sea cual fue re el objetivo de la 
obligación internacional violada. 
2. El hecho i111crnacinnalm cn1c ilíc ito 
resullante de una violación por una Es la-
do de una obligación internacional tan 
ese ncial paro la salvagu ardia de inlere -
scs fundamenlalcs de la c omunidad in-
ternacion al q ue su violac ión está reco-
nocid a como crím cn por esa comunidad 
en su conjunto, conslilUye un crimen 
internacional. 
3. Sin perjuicio de las rlisl)(lsicioncs del 
p árrafo 2 y de confo rmidad con las nor-
mas de dcrcdlO intcmacional en vigor. 
un crimen internacional puede resuhar, 
en panicular: 
a) de una violac[ó n grave de una obli-
gactón mtcmac1onal de 1mportanc1a 
esencial para e l manten imiento d e la 
paz y la seguridad inlcrnacionales, como 
la q ue prohibe la agresión; 
b) de una violación grave de una ob li-
gación internacion al para la salvaguar-
d ia del derecho a la libre determina-
c ión colonial; 
e) de una v iolación grava y en gran 
escala de una oblig ación internacional 
de importancia esencial para la salva-
guardia de l se r humano, como las que 
prohiben la csclavi1Ud, e l genocid io, 
el apanhcid; 
d) de una violación grave de una obli-
gación internacional de imponancia 
esencial para la salvaguardia y Jnprotce-
ción del medio humano, como las que 
prohiben la contam[nación masiva de 
la atmósfera o de los mares. 
4. Todo hecho intemacionalmente ilícito 
que no sea un crimen inlcmacional con-
fonne al párrafo 2, conslituyc un delito 
internacional. 
Ante todo, dicho texto, incluido en 
la primera parte del proyecto de artrcu-
los dedicada al "origen de la responsa-
bilidad internacional", se limita, lógi-
camente, a establecer la dislinción y a 
definir lo que sea un ''crimen interna-
cional''. Por lo tanto,la detenninación 
de las distintas formas de responsabi-
lidad y de los dislintos sujems autori-
zados a dar efectiv idad a esas nom1 as, 
queda aplazada para una fa se ulterior 
de la obra decodificación de la respon-
sabilidad de los Es lados. Sin embargo, 
aunque la Comisión expresó que dc-
bfa, en esa etapa, tener buen cuidado 
de no tomar partido con precipitación 
sobre temas Jan deli cados y comple-
jos. deseó subrayardesde entonces que 
"sería absolulamente erróneo creer que 
existe en el derecho internacional ac-
tual un sólo régimen de responsabili-
dad que se aplica en gencrJl a todo tipo 
de hecho internacionalmente ilfcilo, 
independ ientemente de su mayor o 
menor gravedad, y de que lesione los 
intereses vitales de toda la comunidad 
internacional o simplemente los inte-
reses de un miembro determinado de 
esa comunidad" (37). 
Por lo que respecta al concepto del 
párrafo 2°, la propia C.D.I. reconoció 
que, a primera vista. podría parecer 
taulógico (crimen internacional es lo 
que la comunidad internacional en su 
conjunto reconoce como crimen inter-
nacional), pero precisó que, en reali-
dad, su enunciado no es má~tau lógico 
que la fórmula análoga del artículo 53 
de la Convención de Viena sobre el 
derecho de los tratados. en la que cla-
ramente inspira: "De conformidad con 
este artfculo, una norma de derecho 
internacional, para que pueda 'objeti-
vamente' ser considerada 'imperativa'. 
o sea, como nonna que no admite 
acuerdo en contrario, debe ser acepta-
·. 
da y reconocida 'subjetivameme'como 
tal por la comunidad imemacional en 
su conjunto. Del mismo modo, el pá-
rrafo 2• del presente arúculo dispone 
que un hecho internacionalmente ilícito 
para que pueda 'objetivamente'scrcon-
siderado un 'crimen internacional', su-
jeto como tal a consecuencias jurídi-
cas más severas en el plano de la res-
ponsabilidad, debe ser reconocido 
'subjetivamente' como 'crimen' por la 
comunidad internacional en su con-
junto"('"). 
Igualmente, de forma similar a lo 
observado en la Conferencia de Viena 
sobre el derecho de los tratados e9J, la 
Comisión señaló que, con la referencia 
a la "comunidad internacional en su 
conjumo", "no se trata en absoluto de 
exigir ... un reconocimiento unjnime 
por todos los miembros de esa comu-
nidad y a atribuir de este modo a cada 
Estado un inconcebible derecho de veto. 
Lo que se pretende es que el carácter de 
'crímen internacional' de un hecho 
internacionalmente ilíci to dado sea re-
conocido no sólo por un grupo deter-
minado (incluso mayoritario) de Esta-
dos, sino por todos los componentes 
esenciales de la comunidad interna-
cional" (40) . 
De esta forma, en la calificación del 
"cri men", lodos los grupos ("esencia-
les") de Estados existentes en la comu-
nidad internacional han de estar de 
acuerdo; es decir, la mayoría (creo que 
cuali ficada) de los Estados dell\one o 
desarrollados, del Su r o subdesarrolla-
dos o en vías de desarrollo, del Este o 
bloque socialista y del Oeste, o. tam-
bién, de otros grupos de Estados con-
siderados desde diferentes perspecti-
vas. Ahora bien, los grupos pcnincn-
tcs, o que se han de tomar en conside-
ración, dependerá de la naturaleza de 
cada "crimen" o de Jos intereses funda-
mentales que peligran con la viola-
ción: en el caso de una guerra de agre-
sión tipo "Oriente Próximo", los gru-
pos cuya convicción es necesaria para 
la calificación del hecho no se deter-
minarán, por ejemplo, en función de la 
capacidad tecnológica o de que tengan 
acceso al mar o no. En cualquier caso, 
creo que "todos no entendemos" con 
lo que se quiere decir, y lo que se 
quiere decir, por otra panc, supone una 
condición mu y severa, que aunque no 
exija la unanimidad se acerca mucho a 
ella (41). 
La fónnula adoptada pa ra la defini-
ción, si taulógica o ciertamente for-
mal, supone, un opinión de la Comi-
sión. un criterio suficientemente claro 
para que pueda constitu ir un centro de 
fijación de la práctica y de la j urispru-
dencia imemacionales y al mismo tiem-
po un cri leri o suficientemente ncxible 
para que no suponga un obstáculo a la 
evolución de la conciencia j uríd ica de 
los Estados en esta materia (42). Otra 
posible y distinta vía que pudo elegirse, 
la de confeccionar una lista complete y 
exhaustiva de obligac iones al respec-
to, fue descartada por la Comisión con 
una serie de precisas y objetivas razo-
nes: en primer lugar, porque constitu-
ye una tarea di ffeil mcnte realizable 
(no hubiera sido fáci l llegar a un acuer-
do sobre esa lista completa); en segun-
do luga r, porque se hubier.t vis to arras-
trada a definir el contenido de las obli-
gaciones cuya violación de lugar a 
responsabilidad internacional (es de-
cir, las "reglas primarias"): "la Comi-
sión, al codificar la responsabi Ji dad 
internacional, debe limitarse a tomar 
nota de la ex istencia de ciertas obliga-
ciones intemacionalcs que incumben a 
los Estados, presuponerlas y aceptar-
las tal como ha sido de finidas, bien por 
la costumbre internacional en su inte-
gridad"; en último lugar, porque la 
confección de la li sta conduciría a un 
resultado r(¡,,'ido que, si bien podría 
reflejar la situación actual, no penni ti-
ría la adaptación progresiva de la nor-
ma a la evolución fu tura del derecho 
internacional y, en cualqu ier caso, "no 
scrfa deseable que, para poner la con-
vención hoy adoptada en consonancia 
con la evolución del día de mañana, 
hubiera que someterla a constantes 
enmiendas·· (')). En parecidos ténni-
nos, en la codificación del derecho de 
los tratados y ante la pretensión de 
mencionar, aún a título de ejemplos, 
•o l. 11. 1' p . ("Quinto informe''). pp. 
34-36. 
( ' ') A.C.D.I. 1976. vol. 11. t• p., pp. 
33-34. 
( ") El texto propuesto por cl Ponen te 
ten fa una diferente redacción: Véase. 
en c ualquier caso. A.C.D.I. t976. 
vol. 11. !'p. ("Quinto informe"). pp. 
59. 
('') A.C.D.I. 1976. vol. 11. 2' parle 
(Informe de la C .D.I. a la A.G.). p. 
116. par. 53 . 
(") lb id. , p. 118, par . 61. 
(") Como scHaló el Sr. Y ASSEEN. 
presidente del Comit6. de redacción 
la fr:•sc''comunidad intcmacinnal de 
Estados en su conjunto" (fruto de la 
enmienda presentada ala Confcrcn· 
cia por Grecia, Finlandia y España y 
de su posterior vigoriznción por di· 
cho Comilé). no quiere d ecir que la 
norma sea accpt.ada y reconocida por 
los E::,tados de n HmCrJ. unánime. "il 
suffil d'unclJ'és largc mnjorilé. ccqui 
s1gni ficquc, si un Etnt rcfusc isolémcnt 
de rcconna.irrc la nature impérativc 
d'une r~gle, ous 'il cst soutcnu pnrun 
lres pcl il nombre d 'Elals. cela nc 
pcut affcctcr 1 'acccptution ct la 
rcconnaissanccdu caractC.rc impér.:1llf 
de ccuc rCglc para 1:. communauté 
intcrn:uionale d:tns son cnscmhlc" 
(Confér c ncc d es !\.U. sur te Oroil 
des t railés. Prc micrcscssion (t968) 
-A/CONF.39/11-, p. 514). 
('') A.C .D.I. 1976. vol. ll, 2' p .. p. 
tl8.pnr.6t. 
(") Según el ponenlc, Sr. AGO. "il 
dé fau t d'unc tcllc. gnrantic. 
l 'inlroduction des notions dc 'normc 
impérativc' ou de 'crimc intcm:-.tiOnt\J' 
nc constitucrail pas un progrCs récl, 
mais con tribucrai t a diviscr la 
communa.utéintcmationalc.Ccnnins 
considéreront cene gat3ntic commc. 
un excés de prudencc; pour le 
Rapportcur spécinl. e' est uncqucslion 
de sagcsse élémenlllirc, car ce n • cs1 
qu 'ainsi que l.:t communa.u tC 
intcmationale JXJ Urra progrcsscr vers 
plus dccohésion ctd 'unilé'' (A.C.D.t. 
1976. •ol. 1 ( t403"cséancc). p. 255). 
('')A.C.D.l. 1976. vol. ll . 2'pan e. p. 
118. par. 61 . 
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(")!bid. pp. 117-8, pnr. 60. 
('") Véase. pcrcjemplo, Conrér•nce 
... cit., A/CONF.39/IJ/Add.2 
( Documcntsdc laConfércncc). p. 73. 
('')A.C.D.I. J976. vol. 11.2' pnrte. p. 
t !H-9. par. 63. 
('') Scg6n la Comisión. po m dar a sus 
pmpins indicaciones una b3seobjCii-
va, se ha ins:piradocscrupulosamcnte 
en el derecho tnlernacaonal actual-
mente en vigor y, en cspcc¡aJ. en 
cienos instnlmentos convencionales 
-en particular, la Carta de N.U. y 
algunos otros tr.uaclos mnlli loterales-
dc los e¡ u e prec isamcn le se desprende 
que las violo e iones de cicrla.S obli¡;n-
ciones internacionales están recono-
ciOns como crímenes mtcmaciooa-
lcs, as ( como e n la coslUmbre inter-
naclonal en la mcdu.13 en que de ella 
sede.~rcnde un rcconocim1cnto aná· 
logo(A.C.D.I. I976. vol. ll, 2'pone. 
p. 119. pnr. 64). 
('') l hid. 
(")Véase A.C.D.I . t976. vol. n. 2' 
p .. p. 119. por. 66. 
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las reglas imperativas más evidentes y 
mejor establecidas . la Com isión vino a 
decir que esa pretensión choca con 
carácter cambiante de las normas de 
i us cogens ('''). 
Sin embargo, a diferencia del anf-
culo 53 de la Convención de Viena de 
1969, el proyecto de anfculo 19,junto 
al criterio básico del párrafo 2• y "sin 
perjuicio" del mismo, proporciona en el 
párrafo 3~. mediante una serie de ejem-
plos, indicaciones o aclaraciones su-
plementarias que permiten facilitar la 
comprensión y la aplicación de dicho 
criterio: según la Comisión -que optó 
por esta solución de manera unánime-
el problema de la distinción entre "crí-
menes" y los demás hechos ilícitos es 
mucho más complicada que el de la 
distinción entre 1 as normas de iuscogens 
y las que respecto de las cuales se 
adm itc acuerdo en contrario ("5). 
La lista introducida en el párrafo 3°, 
po r lo tanto. no tiene un carácter ex-
haust ivo, por lo que no es deducible 
que el derecho imernacional actual no 
pueda ofrecer otros ejemplos de en-
menes internacionales -aunque para su 
relación se haya basado en el derecho 
internacional vigente ("6) - o que el 
de recho internacional del futuro no 
ofrezca otros que incluso el derecho en 
vigor no contemple. Ello, claramente 
se desprende de la redacción ("un cri-
men internacional puede resultar, en 
particular ... de una violación como la 
que ... ") que util iza esa disposición, 
que a la vez toma la precaución de 
thu l i;¡¡¡·{'~,ir f)l-'lJÍHÍ..'lU' ,Jl- t\J1;' úi ~')JU1>1> 
cioncs del párrafo 2.,') que su conteni-
do debe entenderse a la luz del criterio 
básico enunciado previamente; asf, para 
determinar si, en un caso concreto, 
const ituye un "crimen internacional" 
la violación de una de las obligaciones 
que se ci tan romo ejemplo, o que no 
son citadas, habrá que proceder siem-
pre a su confirmación en el párrafo 2° 
y asegurarse. por lo tanto, que la obli-
gación concretamente violada es real-
mente una obligación tan esencial para 
la salvaguardia de los intereses funda-
mentales de la comunidad intcrnacio-
nal que su violación está reconocida 
como "crimen" por esa comunidad en 
su conjunto (") . 
Para la fonnulación de los ejemplos. 
el párrafo 3". en cada uno de sus cuatro 
apartados. indica primeramente una es-
fera detennimtda de nonnas que son 
esenciales pard la salvaguardia de los 
in1ereses fundamentales de la comuni-
dad intemacional, para proceder a con-
tinuación a citar una o varios ejemplos 
concretos de obligaciones existenles en 
la respectiva esfera cuyas violaciones 
se consideran hoy por la comunidad 
internacional en su conjunto como "crí-
menes internacionales" típicos. Y ello 
por reunir una doble condición: por ser 
obligaciones internacionales de "'im-
portancia esencial" para el logro de la 
finalidad fundamental que caracteriza 
la esfem en la que se insertan y por 
constituir una "violación grave" de al-
guna de esas obligaciones de "impor-
tancia esencial". Por lo tanto. habrá que 
estar a este doble requisito para los 
ejemplos no mencionados en cada una 
de las cuatro esferJs o respecto de las 
obligaciones pertenecientes a otras es-
feras no citadas que se consideren esen-
ciales para la salvaguardia de los intere-
ses fundamentales de la comunidad in-
ternacional. 
Es evidente, como seftaló la Comi-
sión, que en cada una de las esferas 
mencionadas se pueden distingui robli-
gacioncs cuya importancia para alcan-
7.ar la finalidad fundamental de que se 
trata es primordial y otras que sólo 
ti~11\.1Niru'•ill)MMn..1Íi'""-'I!U1RrlnM Jil 
incumplimiento de una de estas últi-
mas obligaciones no puede ser tomado 
en consideración para acusar a una 
Estado de un crimen i ntcrnacional. Pero, 
por otra parte. en el caso de-las obliga-
ciones "primordiales", no todo incum-
plimiento podrá calificarse de esa for-
ma si no se demuestra la gravedad de la 
violación ('1): ello, simplemente, es 
constatación de que la práctica de los 
Es1ados y de las organizaciones inter-
nacionales -en especial de Naciones 
Unidas- no considere como "crimen 
internacional" toda violación de una 
.. 
l¡ 
obligación internacional esencial, sino 
solamente aquélla que reviste una es-
pecial gravedad ('9). Como dijo el Sr. 
USHAKOV en los debates de l a C.D.I., 
un acto aislado de discriminación cons-
ti tuye una violación de los derecho 
humanos, pero no por ello es un cri-
men internacional; en cambio, el 
apartheid y el genocidio son críme-
nes internacionales porque ponen en 
peligro la vida de todo un pueblo (lO). 
Precisamente en estos casos, y tam-
bién en otros, podría hablarse, en vez 
de "violación grave", de "violación 
sistemática" o de "violación continua-
da" (SI). 
Estas dos condiciones, pero espe-
cialmente la de la gravedad de la viola-
ción, deben conducir a la conclusión de 
que no toda violación de una nom1a de 
ius cogens internacional consti tuye ne-
cesariamente un "crimen" según el pro-
yecto de anfculo 19. "Si bi en puede ser 
cierto -dijo la Comisión· que el incum-
plimiento de una obligación estableci-
da por una regla de jus cogens consti-
tuirá a menudo un crimen internacio-
nal, no se puede negar, sin embargo, 
que la categoría de las obligaciones 
internacionales respecto de las cuales 
no se admite acuerdo en comrario es 
más amplia que la de las obligaciones 
cuya violación es necesariamente un 
crimen internacional. Una asimilación 
exagerada de ambos eoncrplos po-
dría constituir una sim1Jiiticación ten-
tadora, pero no pa rece que 
conceptualmente sea aceptable" ~2). 
/\hora bien, a la inversa, ¡,puede 
excluirse totalmente que la violación 
de una regla no imperativa, o de calili-
caci6ntludosa, no pucdeconstituirnunca 
un "crimen internacional'"? (s3). ¿Y en 
los casos de violación "sistemática", 
"continuada" ... ? Si una respuesta po-
sitiva. sin más, es improcedente, una 
respuesta negativa o que excluyera to-
talmente esa posibilidad t ~mbién lo 
deberla ser si no es fruto de un puntual 
estudio del caso concreto, estudio que, 
partiendo del proyecto de artículo 19, 
muy posiblemente nos llevarla a negar 
la existencia de un "crimen" ~'). 
El mantenimiento de la paz y la 
seguridad internacionales (apartado a), 
la salvaguardia del derecho a la libre 
detenninación de los pueblos (b). la 
salvaguardia del ser humano (e) y la 
salvaguard ia y la protección del med io 
humano (d), son las cuatro esferas re-
cogidas en el párrafo 3• del proyecto 
del articulo 19 como resultado, según 
la Comisión de Derecho Internacio-
nal, del análisis de la jurisprudcncia 
internacional, la pr:lctica de los Esta-
dos y la doctrina más autorizada, figu-
rando fundamentalmente entre tales 
esfcrJs de nom1 as u obligaciones las 
que el ordenamiento j urfd ico interna-
cional contemporáneo ha elevado al 
rango de ius cogcns. lluelga insistir 
sc11aló la Comisión, en la innucncia 
dctcnninante de las disposiciones de 
la Cana de Naciones lJnidas que enun-
cian los propósitos y principios de la 
Organización (SS). 
Aho ra bien, si se sigue aquel an ~l i ­
sis, sin se tienen en cuenta las normas 
del ius cogens intemacinn~l contem-
poráneo y si se acude al desarrollo de 
la Cana de N.U. por la Declaración 
relativa a los principios de Derecho 
intcmJcional referentes a las relacio-
nes de amistad y la cooperación emre 
los Estados de conf'ormidacl con la 
Cana de las 1\'aciones Unitlas (resolu-
ción 2625 (X XV) de la Asamblea Ge-
neral), que en buena medida recoge 
esas normas de ius eogens (5"), hemos 
de concluir, por una pan e, que es cier-
to el cark ter no exhaustivo de la lista 
del p5rrafo 39 ( 51) y, por ot ra, que 
posiblemente no es l:icrto que esa lista 
guarde un equil ibrio entre las distintas 
esferas mencionadas si piensa en la del 
apartado d) y el ejemplo que recoge. 
Dicho apanado hace re ferencia a 
aquellas ob!i¡::aciones que tienen por 
linalidad la salvaguardia y protección 
del m•dio ht;:~;:no, citando cumo ejem-
plo tí~ ico la -:•:e prol1ibc la contamina-
ción .. usiva d~ la atmósfera de los 
marc~ Segú!l el Relator especial, si 
algm.'}S de k¿ otros crfmcnes (colo-
n i a li ~mo, es~ lavi tud , genocidio o 
apar!' -cid) mc.' ::ionados en Jos apar-
t ado~ p:cccdc.:k s están llamados a des-
(' ') Véa<e, en eslc sentido, ibid, p. 
t08, par. 34. 
('") A.C.D.I. t976. vol. 1 (13741 se-
sión), p. 76. 
( 11) En este sen! ido. Sr. BILGE: ibid 
(1376' sesión). p. 92. 
(' ') A.C.D.l. t976, vol. ti, 2'p., p. 
118, par. 62; el subrayado es mfo. 
(")Para Robcno AGO. en u nade sus 
mlocuc10ncs acerca del lema que nos 
ocupa, no debe exclutrsc esa 
posiblidud. V &\se A.C. D.f. 1976, vol. 
t (1371' sesión). p. 60. p;lr. 21. 
(") l!n cuulquior cnso, véase mi arl í-
culo sobre " Las obligaciones ... cit." 
(nota 13)ysure0cxi6n sobre clasun-
IO de los rehenes noncamcricanoscn 
Tchor5n dd que conoció la C.!J. 
('') A C.D.t . 1976, vol. ll , 2' p .. p. 
l t9.par 67. 
(,.) En cslc >cnlido. RE\11RO 
UROTONS, Anlonio, Derecho in· 
tcrna<ionnl ptíhlico. 1. l'rindplo• 
fu ndumenlalcs. Tocnos, Madrid 1982, 
p.b9,yGONZAt.EZCAMPOS.J .D .. 
SANCII EZ IW DRIGUEZ. L.l. y 
ANDRES SAENZ DE SANTA 
MARIA. M.l' .. Cur<o de O.rccho 
lntcrnacionall:»úbliro, vol. l. Scrvi-
ciodePubhcacloncs. Univcrs1daddc 
Ovicdo. 1983. p. 59. 
(") La R. 2625 (XXV) cita el princi-
pio de la abslcnción del recurso u lo 
:uncnra1.a o al uso de la fucrt.a. el 
principio de la solución pacffiea de 
las conlro\'ersi:ts intemacínnalcs (de 
tal nmnemque no se pongan en peli-
gro ni la pal y In seguridad inlcrna-
cto113lcs ni lojusucia). el principio de 
la nn intervención en los asuntos que 
son de la jurisdicción in lema de los 
E.mldos, el princtpiodctaobtigaci6n 
de los E.< lados de cooperar entres[, el 
principio de la igunldnd sobcraM de 
los EsUldos y el principio de que los 
Es1odos cumptir:in de buena fe las 
obligncioncs contraidas por ellos de 
confom1idad con la Carla. Entre los 
ejemplos de nor11'13s de ius cogcns 
ci lDdos por la doctrina se citan (Juan 
AnlonioCARRILLOS.o\LCEOO)Ios 
derechos rundllmcnUlles de la perso-
na human•. el derecho de los pueblos 
a su libre. dc1c.rminaci6n, la prohibi· 
ción del recurso a b fuerza o • la 
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amena7..A de la fuen.a en la.s rclacio~ aparecer, o al menos asf lo espera, por el equilibrio entre la agresión y esta con-
nes intemocionales, y la obhgación contrario, los del a panado d) pueden ser taminación. las formas de responsabi-de arreglo pa.clfico de las contro•er-
sias inlemacionalcs y, finalmenlc. Ja los crfmenes del fu turo: privar a los lidad no tienen porqué ser nece.~aria-
igualdAd deslalus del<>< Estad<>< y el seres humanos de su medio ambiente, mente idénticas, pero, por ejemplo, 
principio de no inlervención en los despojarlos de sus fuentes de abastcci- rcsulla pertinente afirmar que la polu-
asunlos que sean de jurisdicción in-
miento, provocar cambios climáticos .... ción masiva el mar es un hecho ilfcito 1erna de los Estados. (Sob<rnnla ... 
cit., p. 284), o (l. OROWNLIE) "lite etc., (SS). De esta forma, incluyendo este que concierne no solamente al Estado 
prohibiuon of nggrcsm·e war, lile apartado, se ha tenido en cuenta la evo- directamente perjudicado. 
law of genocide, lile principie of ra- lución reciente del Derecho intemacio-
cial non-discrü nination, crimes agllÍnSI 
nal, que está prestando una pan icular La esfera de obligaciones, en ca m-humontly, and lhe rules prohibiLing 
!rule in slaves arod pm•cy" (Pr lncipl es atención a este problema a través de bio, que no se dudó en algún momento 
ofPubllc ln l<rnnllonal Law, 3'cd., numerosos instrumentos multilaterales y respecto de la cual todos los miem-
t979, CIArodon Press, O~ford 19!)7, generales y regionales (511). bros de la Comisión estuvieron dcacuer-p. 513). Otrus relaciones de la doclri-
nn, véansccn RGMlRO OROTONS. do al mencionarla en primer lugar, fue 
Antonio, op. cit., pp. 67-69. Véase. Bien es verdad que algunos micm- la relativa al mantenimiento de la paz 
igunlmenle, supra (nola 18) y mi bros de la C.D.! . hubieran p refelido, y la seguridad imernacionalcs (apana-
arl(culo cil., p. 1037-8. 
como hizo el Ponente en su anteproyecto do a): como dijo la Comisión, las vio-
(") Annuairc C.D.l. 1976. vol. l (60), unacategorfade obligaciones más lacioncs de tales obligaciones rcprc-
(1403"es~'ncc), p. 256, ¡>ar. 48. amplia: la que tiene por objeto la con- sen tan, en la conciencia jurídica de los 
( 1') Seo1Aicse lo Conferencia' de las 
ser vación y elli bre goce por todos de E.~ tados, los crímenes internacionales 
Naciones Unidas sobre el medio hu- un bien común de la humanidad (6•). más graves (6'). Por ello. incluso, algu-
mano (F.stocolmo, 1972). En cual- Sin embargo, donde verdaderamente nos miembros de la C.D.I. . al igual que 
quicr caso, vwe. por ejemplo. d se produjeron reservas fue en la clcc- el Poneme en su anteproyecto ("), 
cap !lulo dedicado a la ¡>rO lección tn- ción del ejemplo de la contaminación, pretendieron que esa categoría de obli-
tcmacional del medio amb1ente en 
J.D. GONZALEZ CAMPOS, L.l. noción que. a juicio de algunos miem- gacioncs hubiese sido objeto de un 
SANCIIEZ RODRIGUEZ y M.P. bros de la Comisión. no está definida emplazamiento distinto para, así, mar-
ANDRES. o p. d i., pp. 625 ss. con una precisión comparable a la de car la distinción entre las violaciones a 
(o.¡ Véosc supru, now 36. otros ejemplos de apanados preceden- las mismas y las de las demás. Según 
tes (61). ¿Qué se entiende por ·•coma- AGO, crímenes como al colonialismo, 
(") Vénse A nnuaírc C.D.I. 1976, mi nación masiva de la atmósfera o de el aparlhcid y el genocidio, por m u-
vol. l. pp. 245 (CASTt\ÑED,\, par. los mares"?, se preguntaba el Sr. cho que repugnen a la conciencia de la 
35), 246 (EL.-ERIAN, par. 48)y249 USHAHOV; ¿Se trata de la polución humanidad. no acarrean, para la comu-(NJENGA, par. 79). 
nuclear, de la pctrolffe ra o de la nidad internacional en su conjunto, las 
('') Vénsc. A.C.D.l. l976, vol. ti, 2' bacteriológica?: Es im posible saberlo mismas consecuencias jurídicas que el 
parle, p. 120, ¡~U'. 71. En lo Sexta 
-respondía- al no existir una definición crimen internacional por excelencia, 
Comisión, sólo los Estados (Mongol in de la noción de contaminación (63). Y esto es, la guerra de agresión (69). y Méjico) aprobaron cxprcsamcnle 
el ejemplo. siendocrilicado. incluso, llevaba razón el propio navío contami-
por los más ftnncs parlitlarios de la naba el mar con petróleo viola la obli- Sin embargo. el ejem plo citado en 
dislinción (vwc SPINEDf. op. cil., gación de conservar un bien común de el anteproyecto del Relator especial p. 56). la humanidad, pero no come1c un cri- fue el de la "violación por un Estado de 
\'4)\. A.._. ....... . :.- .C.:J"'' .1 ~tO"fl> • .,.1 1 mc-n int<'m acinnnl· ¡-n c~mhin lns rn- la.nmhihición de hacer uso de la ame-
(]403 "e s~1nce), p. 251, par.IO. sayos nucleares masivos rcali1.ados por naza o del empleo de la fuerza contra la 
("') Antccslll frasccntrecomillndade un Estado "en la proximidad deltcrri- integridad territorial o la independen-
USIIAKOV. uno podría preguntar- torio de otro E.~tado" (04) sf pueden cia polftica de otro Estado", ejemplo 
se: ¿Y si sereali7.an en plena Slbcrin. califi carse de "crimen internacional" más amplio que el finalmente elegido, 
lejos de las fronteros con o1ros Gsta- ( 65). Ahora bien, ¿no ayuda el adjetivo la agresión (10}, aunque sin perjuicio 
dos, pero cau>11n un da~o irreplltable 
"masiva" a precisar el conceplo de de que otras violaciones al principio 
ol medio amhieniC. si cucunscrilo7. 
contaminación a los efectos de la apli- fundamental del anfculo 2, párrafo 42, 
cacióndel proycctodeanfculo 19?. En de la Carta de la N.U. puedan también 
cualquier caso, creo que el a panado d) ser consideradas como "crímenes in-
no ha debido limitar el ejemplo de la lcrnacionales" ('' ). 
contaminación masiva a la atmósfera y 
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a los mares; más bien hubiera debido Por lo que se refiere al ejemplo 
hablar, en general , de la bio~(era (66) . elegido , se decidió no calificarlo con 
Por otra parte, aunque no ex istiese un algún adjetivo porque, como señaló el 1 
Presidente del Comité de redacción. 
Dr. SAHOVIC, el significado de la 
palabra "agresión" no es otro que el 
que la comunidad internacional hadado 
en la '·Definición de Agresión'' que la 
Asamblea General de N.U. adoptó por 
conscnsus el 14 de diciembre de 1974 
a través de su resolución 3314 (XXIX) 
(''). No obstante, algún miembro de la 
Comisión (Sr. TABl BI) hizo referen-
cia a que "el empleo del ténmino agre· 
sión pcnmitc cubrir los casos de agre-
sión económica y política, agresión 
que es mucho más peligrosa para los 
países del tercer mundo que el empleo 
de la fuerza propiamente dicha" (''). 
Sin embargo. apanc de que este tipo de 
agresión no esté recogida en la R. 
3314, la C. D.f. respondió sabiamente 
que no le incumbfa definir el concepto 
exacto de agresión porque era una ta-
rea que le correspondía a otros orga-
nismos (''). 
En consideración al segundo de los 
propósitos de las Naciones Unidas enun· 
ciados en la Cana, la también segunda 
esfera de obligaciones elegida por la 
C.D.!. fue la conccmicnte a la salva-
guardia del derecho a la libre detenmi· 
nación de los pueblos (apanado b) y 
como ejemplo, unánimemente acorda-
do, la violación de la obligación que 
prohíbe el establecimiento o el m ante· 
ni miento por la fucr1.a de una domina-
ción colonial (''). Cieno es que algu-
nos miembros de la Comisión mencio· 
narnn la posibilidad de suprimir del 
ejemplo la expresión "por la fuerza", 
pero no insistieron ante la objeción de 
que con tal supresión se corrla el ries· 
go de ampliar excesivamente el alcan-
ce de ese "cri men". En cualquier caso, 
según la Comisión, por la expresión 
"por la fucrla'' debe entenderse contra 
la voluntad de la población sometida, 
aún cuando esa voluntad no se tra-
duzca o no se traduzca todavía en 
una oposición armada (''). 
También en consideración a otro de 
los propósitos de las Naciones Unidas 
enunciados en la Cana (an. 1, 39) , la 
tercera esfera de obligaciones {apana-
do e) mencianada por la Comisión en 
el proyecto de anfculo 19es la referen-
te a la sa lvaguardia del ser humano, 
si bien se scí1aló, aunque no como 
oposición decidida, la conveniencia 
de servirse de Otra fórmula para caJifi. 
car a esta esfera, precisamente de la 
que emplea la propia Cana y que el 
Relator especia l u til it.ó en su 
anteproyecto: el respeto de los dere-
chos humanos y de las libertades fun-
damentales de todos, sin hacer distin-
ción por motivos de raza. sexo, idioma 
o religión ("'). Por otra pane, también 
surgieron diferencias de opinión por 
limitar las hipótesis de "crímenes in-
ternacionales" no sólo a las violacio-
nes ·•graves·· sino además a las viola-
ciones "en gran escala": esta expre· 
sión, según se dijo, es posible que 
constituya una precaución excesiva("). 
Sin embargo. esa precaución fue apo· 
yada por la mayorfa de los miembros 
de la C. D.l. ante la preocupación de 
una ampliación pe ligrosa de la catcgo· 
rfa; además, la Comisión prefi rió no 
apanarse de lo que, en su opinión. 
constituye el derecho imemacional ac· 
tualmcnte en vigor, que sólo cal ifica 
de "crimen internacional " a la viola-
ción "en gran escala", es deci r, a "una 
práctica masiva o sistemática seguida 
con menosprecio de los derechos y de 
la dignidad de la persona" C9). Por ese 
límile, los ej emplos elegidos fueron la 
exclavitud, el genocidio y el aparthcid, 
rc~pccto de los que la práctic:s interna-
cional es clara de cali ficarlos de "crí· 
menes imcmacionalcs"(80), aunque ha· 
ci~ndose hi ncapi~ en el carácter no 
exhaustivo de los mismos. Según el 
propio Relator especial , es evidente 
que existen otros "crfmenes" que pue· 
den afectarse a esta esfera de obl iga-
ciones: piénsese en la masacre de pri • 
sioneros de guerra o en la deponación 
de poblaciones; pero precisamente para 
no dar la impresión de que la l ista en 
este apartado tenga un carácter ex· 
haustivo es por lo que se ha preferido 
no indicar más ejemplos (''). 
S. Por últ imo, el proyecto de artfcu· 
lo 19 termina con un párrafo (el 4°) 
que, por medio de una expresión dis· 
tinta, califica el conjumo de hechos 
('') A.C.D.l. 1976. vol. 1 (13741 se-
sión). p. 76. par. 4 . 
(") Como se~aló SETIE-CAMA· 
RA. puede haber casos de polución 
masiva de los cursos de agua, de los 
lagos o incluso do ciertas panes del 
lcnilorio de los Estados (Anuaire 
C.O.l.t976. vol. l. -t403"eséanee- p. 
249. par. 74). 
(") A .C.D.I. 1976. vol. 11, 2' p .. p. 
t 20. par. 68. 
(") Véase s upra. now 36. 
(") A.C.D.I. 1976. vol. 1 (l37t ' se-
sión). p. 61. par. 27. 
(")Según la R. 331'1 (XXIX') de la 
A.G. ("Definición de la Agresión"), 
"La agresión es e l uso de la fuerza 
nm1.1da por un Estado contra lasobe-
mnla. la integridorl terri torial o In 
independencia política de otro E..-ota. ~ 
do, o en cualquier otro fonna incom-
patible con la Carta de las Naciones 
Unidas. ul como se cnuncta en la 
presente Definición" (An . 1). 
(11) Unn opinión conlraria véa.c:c en 
tliLGE.: A.C.D.l. 1976. vol. l (1376' 
<C.<Ión). pp. 91-92. 
(") Annuair e C.D. I. 1976. vol. l. 
(1402"cseancc). p. 243. Según el a11. 
5 de la Dclinición. "la guerra de 
agresión es un crimen contr.l l.3 paz 
intt.,-nacional. Lu ag1csi6n origina 
rcsponsabihdad internacional". 
(") l ~ id .,p. 247. por. 52. En In Sexta 
Comisión de la A.G .. ni dcb.11irsc el 
proycclodcart.I9. Cuoo y Afganist:in 
(F.sUldodcl3n3etonalidaddeTABif!l) 
también se expresaron de la misrna 
form•; v6ase SI'INEDL op. cil., p. 
55. 
(") A.C.D.I . 1976. vol. 11, 2' p .. p. 
120. par. 68. 
('') Vé.1Sc. al respecto, la interven-
ción del Sr. BEDJAQUI en los deba-
les de la Comisión. A.C.D.I. 1976, 
vol. l (13751scsión). pp. 84-86.Como 
señalan los profesores GONZA LIV': 
CAMPOS.SANCi lEZRODRIGUEZ 
y María Paz ANDRES (o p. cit ., p. 
259). la idea eslÚ finncmcnlc arrai-
gada en la práctica de las Naciones 
Unidas. darlo el desarrollo que en-
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contr6 el arl. 73 de la CartJL en las 
Rcsoluciones1514 (XV), 1541 (XV). 
2625 (XXV) y en otra< much!IS. 
(") A.C.D.l. 1976, vol. 11. 2' p .. p. 
120. par . 69. 
(") V<!A.<e este Mtcproyecto en nota 
36. El Sr. EL-ER!AN. por ejemplo. 
scdaló que la expresión "salvaguar-
dia del ser humano" es demasiado 
vaga. Scganc!Sr. TAfiiUI,nohabrfa 
n in gil n i nc:onvenicntc po\rn rcintroducir 
en el pMágrafo c) "uncréfércnccaux 
droit> de l'hommc el aux libcrtés 
fondamcntalcs. qui sont la nolion de 
base de la Ch:me des Nation< Unies. 
(Ahora bien). " comme le lcx te 
rcprésentc un compromis , il scrait 
p rét a l 'acceplc r sous sa forme 
auuallc". El propio Relator especial 
dijo que " J'cxprcssion 'sauvcgardc 
d e l'ctre humain ' ... lui parait 
stlll'>faisanre. puisqu'elte vise non 
seulc mc nl l' inlégri té physiquc mais 
nussi l'cgulcdigllitédcsCtrcs hurnain~ '' 
(Annu"ire C.D.!. 1976, vol. 1, pp. 
246, 247, y 255-6, respectivamente) . 
(")En es te sentido. S1. Y ASSEEN, 
ibid., p. 246. En la Se xta Comisión 
de la A.G., t.ambién algunos E.<~ados 
(Libano y Somalia) pidieron que se 
suprimieran las JXllnbras .. en gran 
escala"; véase SPINEDI. o p. ci t., p. 
55. 
(") A.C.D.l. 1976, vol. 11. 21 p .. p. 
120, par. 71. Como sedaló AGO. la 
c~epresión .. en gran escala" .. dcvrn 
indiqucrquc la violulion en qucstion 
rJoit louchcrunc quantitéappréciablc 
de personnc.." Cl non pas seulemc.nt 
quelqucs individus', (Annuaire cit. , 
p. 225, po.r. 45). 
(")Véase. por ejemplo, GON7.AI.EZ 
CAMPOS. J.D., SANCII EZ 
RODRIG UEZ, L.l. y ANDRES 
SAENZ DE SANTA MARIA. M.P., 
o p. ci t., p. 260. 
( 11) A nnuair<eil., p. 255, par. 46. En 
la Sexta Comisión, lsr.1e l se refirió 
tambitn al lcrrorismo y a la toma de 
rehenes (V<!AseSPINEDI. o p. cíl. , p. 
55). 
(") A.C.D.I. 1976, vol. 11, 11 parte 
(Quinto infor me ... cil.). p. 58, par. 
153. 
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intcrnacionalmcme ilícitos que no en-
tran dcnlro de la catcgorfa especial de 
"crfmenes internacionales": "lodo he-
cho internacionalmcnlc illciLO que no 
sea un crfmen internacional con fom1c 
al párrafo segundo constituye un deli-
to internacional". 
Independientemente de la uti lidad 
de una disposición como ésta, cues-
tión que no merece mayores comenta-
rios, la introducción de la expresión 
delito internacional no parece ser, en 
mi opinión, panicuJ arn1en1e adecua-
da, aunque, en abstracto, tampoco 
creo que sea ésta una cuestión que 
merezca un detenimiento serio. 
Para Relator especial. el ténn ino 
"delito'' tiene la ventaja de utili zarse. 
en losdistimos sistcmasjurfdicos, para 
des ignar hechos ilícitos menos graves 
que aquellos a que se alude con la 
palabra "crimen··. pero, como recono-
ce el propio AGO, sólo habitualmen-
te y no unánimemente; por otra pane, 
para el Relator, ese t~m1ino ha sido 
uti lizado comúnmente en las obras de 
Derecho internacional como sinónimo 
de hecho internacional m eme ilfcito, 
pero, como aclara, en una época en que 
no se prcvcfa atín la incorporación de 
una categoría especial de "crímenes 
inlcrnacionales" ("'). 
Por lo que se refiera a la denomina-
ción "crimen internacional", la Comi· 
sión scf\aló que optó por ella por ha· 
bcrsc convenido en una expresión de 
uso corriente en la práctica de los Es-
tados y en las obras científicas con-
temporáneas y que se ha utilizado con 
frecuencia en las resoluciones emana-
das de órganos, primeramente de la 
Sociedad de las Naciones (8l), y, lue-
go, de las Naciones Unidas, así como 
en instmmentos internacionales im-
portantes. entre otros. en la Declara-
ción sobre los principios y en la De-
fin ición de la agresión y en las con-
venciones sobre el genocidio y el 
apartheid (84). 
Sin embargo. en alguna de esas 
convenciones, concretamente en el Con-
venio para la prevención y la sanción 
del delito de genocidio de 1948. el 
texto español se aparta del inglés y del 
francés, que utilizan el vocablo "crime". 
Igualmente, en el proyeclo de Código 
"des e rimes contra la paix e t ia sécu rité 
de l'humanité" del que se está ocupan-
do la C.D.!. se produce la suslitueión 
del segundo ténnino por el primero, 
coincidiendo, por lo tanto, las traduc-
ciones cspaf\ola y francesa, que a la 
vezdilicren de la inglesa, que utiliza la 
palabra "offences", quizá~ más propia. 
Pero esta "guerra de la tenninologfa" 
tambi~n ha llegado al proyecto sobre 
el tema de la responsabilidad del Esta-
do: si el término originaliamentc utili-
zado fue el de "crimen", por las "críti-
cas" de algunos miembros castclla-
noparlames de la C.D. l. y de algunos 
gobiernos, en 1948, la versión españo-
la del Anuario emplea eltém1ino "de-
lito" como el correspondicnlca "crime" 
de las versiones francesa e inglesa(''): 
El m:is recalcitrante podrfa leer con 
estupor. por ejemplo, que si el hecho 
ilftico constituye un ''delilo imema-
cional'' se emenderá por"Estado lesio-
nado" a todos los demás Estados. En 
1 985, es1os recalcitrantes no muy atentos 
pudieron tranquilizarse con el regreso. 
de la traducción española, de la pala-
bra "crimen". 
Es cieno que ambos ténninos "cri-
men" y "delito", con los que hace 
referencia a hecho ilfcitos distimos y 
con consecuencias agravadas en uno 
de los casos, no "casan" bien en Dere-
cho español; pero, ni lo que se está 
debaliendo ni las cuestiones fonnalcs 
adquieren en Derecho internacional la 
relevancia que tienen en ot ros 
ordenamientos. 
6. Ahora bien, en part icular, la 
cuestión terminológica, la utilización 
de aquellos vocablos. ha propiciado 
ciertas confusiones acerca de¡ "tipo" 
de responsabilidad que surge de la 
comisión del hecho calificado como 
"crimen" o del calili cado como "dcli-
lo"; y desde este punto de visla, la 
cueslión sf merece un pronunciamien-
lo serio ante posibles desviacionismos. 
En el curso de los debates de tuvie-
ron lugar en la Sexta Comisión de la 
Asamblea General de N. U. sobre el 
proyecto preparado por la C.D.!., la 
mayoría de los Estados que se declara-
ron en contra del artículo 19 argumen-
taron que no era oportuno prever for-
mas de responsabilidad penal de los 
Estados. Como indicó el delegado de 
los Estados Unidos de Am~rica, pro-
motor en el tiempo de esta opinión, en 
el estado actual de desarrollo del Dere-
cho internacional, no está justificada 
la introducción en el proyecto de artí-
culos de la noción de responsabilidad 
penal; ello hubiera requerido, como en 
el derecho interno, la existencia de una 
autoridad judicial que decida la aplica-
cióndc las penas. En la misma línea, y 
segu ramente para quedarse tranquilo, 
el delegado de Portugal llegó a afinnar 
que el Derecho internacional en vigor 
no conoce la noción de crímcn del 
Estado porque las mediadas previstas 
en el capítulo VIl de la Cana no pue-
den ser consideradas como sanciones 
penales("). Incluso, en la propia C.D.!.. 
en los debates de los primeros alios de 
la década de los ochenla, algunos de 
sus miembros (SCHWEBEL y 
REUTER,principalmenre,curiosamcn-
te nacionales de Estados que se opu-
sieron al proyecto de artfculo 19 en la 
Sexta Comisión) reprocharon a la dis-
posición en cuestión tener una cotmo-
tación penal o punitiva, extraña al 
Derecho internacional ($7). 
La raíz o fuente de esta confusión o 
respuesta "precautoria", como señala-
ron los delegados de Nueva Zelanda y 
Espatia en la Sexta Comisión (83), fue 
el empleo del t~rrnino "crimen··. A 
pesar de ello, también el gobierno de 
España incurrió en el mismo error: en 
su comemario escrito al proyecto de la 
C.D.!. , aunque no con originalidad, 
criticando que la Comisión no hubiese 
elegido el sistema de la lisra completa 
y exhaustiva de crímenes, selialó que 
"había que tener en cuenta las analo-
gías existentes entre esta materia y los 
derechos penales internos, en los cua-
les rige el principio de legal idad: nullum 
crimen, nulla poena sine lege" (") . 
Llevaba razón el propio 
SCHWEBEL cuando aducfa que es 
peligroso confundi r el orden jurfdico 
descentralizado de la vida internacio-
nal (90). Ahora bien, la C.D.I., en mi 
opinión, siempre ha tenido presente 
esta realidad: de los trabajos en tomo 
al proyecto de anfculo 19 no se deduce 
que la Comisión, en algún momento, 
haya ten ido la intención de prever para 
Jos "crimencs" consecuencias jurfdi-
cas desconocidas en el Derecho inter-
nacional actualmente en vigor. La con-
fusión se produce cuando las nuevas 
categorías se observan bajo el prisma 
del Derecho interno: la responsabili-
dad internacional derivada de la comi-
sión de un derecho ilfcito no es civi l ni 
es penal ni va a producir la consecuen-
cia "tipo" que el derecho interno adju-
dica a cada una de las distintas in frac-
ciones: se rrara simplemente de una 
responsabi lidad internacional de la 
que se van a derivar unas consecuen-
cias, que pueden ser distintas en fun-
ción de la violación, pero ni unas ni 
otras deben ser inconsecuentes con el 
actual grado de evolución del Derecho 
internacional o con un desarrollo f utu-
ro, pero posible, del mismo. 
En todo caso, la existencia de una 
responsabilidad penal, como ha escri-
to Krystyna MAREK, c.~rá condicio-
nada a la existencia de una autoridad o 
poder central, claramente inexistente 
en la sociedad internacional, una dis-
tinción entre responsab ilidad penal y 
civil es imposible (9 ') . A este respecto, 
todavía son válidas las palabras de 
BASDEV ANT cuando, como conse-
jero del gobierno francés en el asunto 
de los fosfatos de Marruecos ame la 
Cone Pern1anente, afim1ó que "e l de-
recho pena l, derecho dejerarqufa y de 
subordinación, difícilmente puede ins-
pirara! derecho internacional, derecho 
de igualdad y de coordinación" (n). 
El escaso grado de institucio-
nalización y de centralización de la 
sociedad internacional no es óbice para 
el establecimiento de una distinción 
como la de l proyecto de anículo 19; 
incluso es necesaria dado el nivel de 
(")En su quinto infonnecit>do(vfu-
se nota anterior). Roberto AGO scílu-
16 que esa expresión fue uliliuda 
para cal ificarla gucrradcagre.sión en 
el proyecto de tratado de asistencia 
recíprocaprep.'fndoen 1923por l' S. 
de N. y en el ProtocolodeGinebrade 
1924 sobre el arreglo pacifico de 
controversias intcrnaciona1cs. 
(") A.C.D.I. 1976, vol. 11, 2' p ., p. 
117, pnr. 59. 
( 1'} V fase. por ejemplo. 1\nuario de 
la C. D. l. 1984, vol. l, pp.274ss. y sus 
correspondientes en Annuaire de la 
C.D.I. 1984. vol. l. pp. 264 ss. y 
Ycurbook ofthe I.L.C. t984. vol. l. 
pp. 259 SS. 
(")Un expléndido resumen de estos 
debates y de las posiciones al respec-
to. véase en Sl'lNEDI, Marina. o p. 
cit., pp. 42 SS . 
(") A.C.D.I. t980, vol. l . pp. 90 ss. y 
A.C.D.I. 1981. vol. l. pp. 139 ss .. 
rcspccti vnmcntc. 
(") Véa.<e SI'I NEDI, op. cit., p. 47, 
nota !SI (p. 152). 
(")Documento A/CN.4/351 y Add. 
1 a 3. Comentarios y observaciones 
de los gobiernos acerca de 111 primera 
parte del proyecto de ar tfculos sobre 
la rcsponMbi lidad de los EstJdos por 
hechos intcm:lcion3lmcnlc ilkitos 
(A.C.D.I. t982, vol. 11, 1' parto, p. 
19). En el mismo sentido. véusc. en-
tre o tros. Rcné-Jcan DUPUY: 
"Commun3uté in tcrnutionul et 
d isparités de développcmenL" (Cour 
généralde Droit in tcmation>lpublic), 
R .C.A.D.I. t979-lV, p. 208. 
(")Anuario de lo C.D. I.I 980, vol. l, 
p.91.par. 13. 
(") Krystyna MAR EK: "Crí-
minali¿ing StateRc~¡>On:.abllity". en 
Rcvuc llclgc de D.I .. 1978-1979-21 
(vol. XIV), p. 463. Véase tambitn al 
respecto, Gabriella CARELLA: La 
rcsponsabilit:l dcllo Stato per 
crimini intcrnazionali. Ed. Jovcne. 
Nápotes 1985. pp. t3 ss . . y Max 
GOUNELLE: "Quelques remarques 
sur In nOLion de 'crimc international' 
et sur t 'evolution de la rcsponsabilité 
intcmationalcde l'Etat". en )ofélangcs 
o!Tcris a Paul Rcutcr, Ed. Pcdonc, 
París 1981, pp. 317 ss. 
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(") Publículionsdcla C.PJ.J., Sé ríe 
C, n• 85, p. 1061. 
(") Opiniones muy contrarias pue-
den encontrarse en Prospcr WEIL: 
"Vcrs une normalivílérelativccn Droit 
intcrnational?", e n R.G .D.l.l'. 1982. 
n• l , pp. 6ss., o, por ejemplo, en R.J. 
DUPUY . op, el l. , o en Pierrc-Milfic 
DUPUY : "Obscrvations sur le 'crin.c 
intcrnationaldei'Emt'".cn R.G.D.IP . 
1980, n• 2, pp. 449 ss. Para este 
último autor. "tour 1e prob!Cme pos6 
pMI'inic ialivedela C.D.I.serésunlC 
dans le des6quilibre entre In. norme et 
1 'ins tilut ion. L'evolution de la 
premitrc conduit effcclivcmcnt A 
dédoublcr les ca16gories de l'illicile. 
Mais les insuflisnnccs de la séconde 
cmpecheront vraiscmblablcment pour 
longlcmps le régimc de cene 
' rcsponsabilitépénalc' de s'éslabll!" 
(p. 486). 
(") J\.C.D.I. 1981. vol. 11. 1' parte 
(Scgundu in(ormcsobrc el con le: ni· 
do, las forma..< y lo< grad os d< In 
rC'~ponsabil idad internacional -se-
gunda parle del proycclo de anícu-
los-), p. 91. 
('') V~tsec l Anua r io hispa no-luso· 
am~ricano de Derecho intc rnucio-
nal, n• 6, 1981. pp. 329-330: " Una 
posiblcaport:tción ibcroome.ricnnaal 
dcs!llTollo progresivo del derecho de 
la responsabilidad internacional de 
los EsL•dos porhed oos o ac1os ilíci tos". 
J\l¡¡ón miembro de la C.D.!. hubiera 
preferido que se hablara, más que de 
"crimen··. de vio lación de una obli· 
gación crga on~ncs (es el caso de 
McCJ\FFREY:J\.C.D.I. 1983, vol. l. 
pp. !53 SS.) . 
(") A.C.D.I. 1976, vol. il, 2' parle, p. 
ll6, par. 54. 
(")PASTOR RlDR UEJO, José An· 
tonio: Curso de OC'rccho [nte:rna-
cionul Público, 2' cd., Tccnos. Ma· 
~l....U I .1/Ut.'t e" ~) ~ ... nV..:.fo•• ~r.ouvloo 
deducirse esa considCf:lci6n de dcsa· 
rrollo progresivo del comcntnrio es-
crito al proycc1o de la C.D.L presen-
tado por el gobierno de Es¡><1ña (Véa-
sesupra, nota 89, y SPINEDI, Mari-
na. op. ci t. , pp. 49-50). 
("') Quin lo informe ... clt.,p.2S, par. 
79. 
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desarrollo de aquélla para asegurar más 
y mejor la coexistencia pacflica y la 
cooperación cm re los Estados y para 
ac larar más y mejor lo que no está 
dispuesto a adm itir la comunidad in-
lcrnacional en su conjunto (93). Para 
ello, no se busca una cobertura idénti-
ca o similar a la existente en los 
ordenamientos internos: como ha di-
cho el tercer ponente de la C.D. l. en 
materia de responsabilidad del Estado, 
Willen RJPHAGEN, "el derecho in-
ternacional se basa en la igualdad so-
berana de los Estados, y, como tal, por 
mucho que haya sido objeto de desa-
rrollo progres ivo, no puede nunca lo-
grar una cslructura comparahlc a la del 
derecho nacional o inlcrno". Por Olra 
pat1c, "la (relativamente) nf1 ida di stin-
ción que se hace en el marco del dere-
cho illlemoernrc 'normas' y 'sanciones' 
no puede simplemente trasplamarse al 
de recho internacional. En realidad, esa 
distinción es predicado de otra, la que 
existe emrc una 'autoridad' ccmral y 
los 'sujetos' a ella sometidos, visible-
mente inexistente en la comunidad in-
ternacional de Estados" (9• ). 
Pon odas estas circunstancias y con-
fusiones, debidas o no a la u!il ización 
de los vocablos "crimen" y "deli to", 
quizás hubiera sido preferible que la 
C.D.!., al igual que el Instituto hispa-
no-luso-americano de Derecho irllcr-
nacional en su Xl12 Congreso. hubiese 
simplemente di stinguido entre hechos 
ilícitos.porunapane, y hechos ilícitos 
contra la comunidad internacional, 
por otra ('5) . 
7. En cualquier caso, con una ter-
minología u otra, la distinción existc:"Es 
el derecho internacional general -dijo 
la Comisión- el que hoy distingue dis-
tintos tipos de hechos internacio-
nalmente ilfcitos y, por consiguiente, 
di stintos regímenes de responsabili-
dad internacional; es, por lo tanto, 
dentro del marco de la codi fieación del 
derecho internacional gene ral donde 
procede defi ni r esos distintos tipos de 
infrdcciones y prever los regímenes de 
responsabilidad que les corresponden" 
(96). Ahora bien, aunque la distinción 
en sf ya cxisúa en el Derecho interna-
cional conlcmporáneo -y asf lo pone 
de manifi esto el párrafo 3" del proyee-
to de anfculo 19 cuando al señalar 
ejemplos concretos de "crfmencs" pre-
cisa que se hace "de eonfonnidad con 
las normas de derecho imemacioual en 
vigor- creo que lleva razón el profesor 
PASTORRIDRUEJOalobservar,quc, 
junto a la codificación propiameme 
dicha, la distinción es, sin duda, mues-
tra de la labor de desarrollo progresivo 
que lleva a cabo la Comisión de Dere-
cho Internacional (9'). No obs!antc, 
entiénd ase ese "desarrollo progresivo" 
en su justos térm inos y con la pruden-
cia necesaria. 
Por otra parte, y por todo lo que 
venimos afim1ando, es evidente que se 
!rata de una distinción con un alcance 
normativo y no puramente descripli-
vo. De csra fom1a, la diferenciación no 
se hace porque, desde el punto de visla 
teórico o didáclica. fuese úlil o colwe-
nicmc fo rmular un manual de Derecho 
imemacional público distintas clasifi-
caciones de hechos internacionalmente 
il ícilos. No exisle alguna razón, señaló 
Roberto AGO, "para hacereslasclasifi-
caeioncs en el texto de una convención 
internacional sobre la responsabilidad 
de los Estados si ellas sólo lienen una 
jusli licación cicntflica. Para que 1cngan 
razón de ser es preciso que constituya la 
base de una diferenciación en el plano 
normativo" (98 ): Y las formas de res-
ponsabilidad aplicables a los "críme-
nes" -dijo la Comisión- "difieren lógi-
camente" de que se aplican a OJras vio-
l:.rinn .... <;.· ul :'lmhi~n ,nurrlfln <:r r rli.::l in. 
tos" los sujetos respectivamente autori-
zados a hacer efectivas esas diversas 
fo rmas de responsabilidad (99). 
8. A pesar de esta tfmida o no 
contundcmc referencia, por parte de la 
Comisión, a una posible actio 
popularis, al debatirse el proyecto en 
la Secta Comisión de la Asamblea 
General, fueron pocos los Estados que 
se declararon en contra de ese derecho 
de acción; incluso, en el caso de Fran-
cia,quilasel adversario más acérrimo, 
con el transcurso del tiempo suavizó 
su opinión. Junto con Francia, otros 
cinco Estados (Australia, Estados Uni-
dos de A., Grecia, Ponugal y Suecia) 
rccharazon en un principio el conjunto 
de la distinción efectuada por la C.D.I. 
en el proyecto de anículo 19; otros, en 
cambio, adoptaron una posición neu-
tral o matizada, algunos reservando su 
opinión definitiva a lo que finalmente 
se establc1.ca sobre las consecuencias: 
fue el caso, entre otros, de España, 
Israel, Holanda, Reino Unido, R.F. de 
Alemania y Uruguay e incluso de Ca-
nadá, Dinamarca y Japón. Pero la gran 
mayorfa de Estados (el grupo socialis-
ta en bloque, el del amplio tercer mun-
do prácticamente en bloque y 
significativamente Italia) apoyaron la 
distinción, tal y como lo hablan venido 
manifestando af!os ante riores ante el 
anuncio de la misma (100). 
Sin embargo aunque la gran mayo-
rfa de Estados se declaró a favor, es 
obligado precisar que las opiniones de 
algunos de los que se opusieron no 
pueden ser ignoradas con vistas a la 
elaboración de una convención de co-
dificación. Ahora bien, como seflala 
Marina SPINEDI, en el curso de los 
debates, Estados que el principio adop-
taron una posición neutral e incluso 
contraria, una vez conocieron más cla-
ramente y sin confusiones las verdade-
ras intenciones de la C.D.l., cambia-
ron de actitud. Frases como "la distin-
ción es cada vez más evidente" (Reino 
Unido), "cada vez más ampliHmente 
admitida" (Canadá) ... fueron progresi-
vamente más usuales. Incluso, la ·pro-
pia SPlNED! llega a la conclusión, 
después de analizar los distintos pun-
tos de vista estatales entre 1976 y 
1982, que sólo un Estado, Suecia, ha 
ad.optado una posición decididamente 
en contra: según el gobierno sueco ''la 
respuesta a la cuestión de saber si una 
obligación es esencial para la protec-
ción de los intereses fundamentales de 
la comunidad internacional es necesa-
riamente subjetiva y polí tica" y, po r lo 
tanto, no pueden deducirse consecuen-
cias jurídicas (1°1) . 
Una evolución similar puede decir-
se que ha experimentado, en general, 
la doctrina, en ocasiones, quizas, si-
guiendo mu y de cerca y companicndo 
y evolucionando a la par que los go-
bierno "de casa". La doctrina españo-
la, probablemente no tan afectada, acepta 
ampliamente la distinción, como lo 
prueba panicularmcntc Jo escrito en 
nuestrds grandes obras y manuales . 
Por otra parle, es curioso constatar 
cómo divergencias de puntos de vista, 
a la postre, se toman en convergencias: 
algunos de los que cri tican la disti n-
ción enuncian, en lo que se refiere a las 
consecuencias, opirúoncs que companen 
los que la defienden; y a la inversa, 
convergencias en cuamo a la disti n-
ción se convienen en divergencias para 
las consecuencias (102) . 
También en la propia C.D. L. a par-
tir de los primeros años de la década de 
los ochenta, pueden constatarse esas 
divergencias/convergencias en las opi-
niones de algunos de sus miembros: tal 
es el caso, ya citado, de SCHWEBEL y 
REUTER, posiblemente los más rea-
cios a las nuevas caregorias. Sin embar-
go, lo imponante es señalar que en esta 
segunda (o tercera) época, con el nuevo 
Relator especial, Willcn RlPHAGEN, 
la distinción (nonnntiva) entre "crfmc-
ncs" y "delitos" internacionales va a 
consolidarse, encont rando un apoyo ge-
neralizado en la C.D.L 
III. RÉGIMEN JURÍDJCO 
DE LOS "CRÍMENES 
INTERNACIONALES" 
9. Ahora bien, en esta segunda (o 
tercera) época, cuando se han tenido 
que abordar las panes segunda y terce-
ra del proyecto de anfculos (es decir, 
las referentes al "contenido, formas y 
grados de responsabilidad internacio-
nal" y al "modo de 'hacer efectiva' la 
responsabi lidad internacional y solu-
ción de controvcrsi as", respecli v amen-
te), se ha puesm claramente de mani-
fiesto que una cosa es que la distinción 
(") A.C.D.l. t976. vol. 11. 2' p .. p. 
115, par. SI. 
("'") Sobre los dcbales en la Sc~t• 
Comisión de la A.G.dc N.U. a partir 
de 1976, véase SI'INEDI, Morina, 
o p. cit., pp. 42 ss., y (antes de 1976) 
¡>p. 16-17 , particu1annenre. Puede 
verse wmbién, PEDAUY E. Antonio: 
"Los crfmc¡Jcs de los Estados (Pro-
ycclo de artículo 19cloborado por la 
Comisión de Derecho In ternacional 
en materia de responsabilidad in ter· 
naciooal)'' ,en la R.E.DJ. 1978-1979, 
vol. XXXI. n• 1-3. pp. J O ss .. princi-
palmente. 
( 101) SPINEDI, M .. o p. cir., p. 52. 
(1"') Como apoyo, véase Sl'tNEDI, 
M .. o p. ci l., p. 2. 
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('" ) Me refiero a los artlculos 4 y 5 
(Sujecció n a la Carta de N.U. en lo 
que se refiere al mantenimiento de la 
paz y la seguridad internacionales y 
determinación del ''Estado lesiono· 
do", respectivamente); véase, en todo 
ca.<o, A.C.D.I. 1986, vol.ll, 2 'pnrtc, 
p. 41. en especial el artfculo 3. 
( 101) Véase el Inrnrme prelin>inor 
snbre la r espnnsabilidad d~ los 
Esto dos presentado por ARANGIO-
RUIZ (A!CN.4/416, 18 de mayo de 
1988,pp. 3-8 esquema de trabajo en 
p.8-). 
('") Scxtu infor me sobre el con te· 
nido, las formas y los erados .... 
A.C.D.I ., 1985, 1•ol. 11, 1' parte. p. B. 
(IM) Informe prel iminar ... de 
RD'IIAGEN. A.C.D.I. 1980. vol. H. 
1' parte, p. 127. 
('") V~asc supra. 
('"') Véase A.C.O.I. 1980, vo l. 11, 1' 
pnrtc,p.l27. 
('") Ante un tnbunal de j usticia, por 
ejemplo, el demandad<> podría in ter-
poner In excepción de falla de 
legitimación del demandante. cxccp· 
ción que el tribuna l (pcnsa nd o sobre 
todo en la jurisprudcnd a de la C.I.J. 
al respecto) tcndr!aque unir al fondo 
y no decidir hasta que hubiese C3li fi-
cado el hecho; a partir del ento nces. 
!11 rechazarla o admilirfa en función 
de la existencia o no de un ··crimen" 
(o de la violación de una norma de iu< 
COJ:CnS 0 no) . 
("')Como ha sci1a!Qdo In Comisión. 
sólo los Estados "lcs iom1dos" tienen 
derecho a invOCM la nueva relac:ión 
j urídica (A.C.D.I. 1985. vol. U. 21 
parte. p. 127). 
("') Véase, en este sentido Tercor 
in forme ... deRIPHAGEN. por eje m· 
·,plo /1 (' 0 .1 t0R2 voll l l',naroc .r> 
52. 
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se haya consolidado y otra que la pre-
cisión de los diversos puntos del régi-
men de los crímenes constituya una 
cuestión fácil >' objeto, en todos los 
extremos, de acuerdo. Asf lo demues-
tra, en efec to, la labor realizada por la 
C.D. l. durante los siete años de Willen 
RIPI-IAGEN como Relator especial, 
etapa en la que los resultados obteni-
dos son, si cualitativos, poco cuantila· 
tivos: en 1986, la Comisión sólo habfa 
aprobado provisionalmen te cinco artf· 
culos de la segunda parte del proyecto, 
afectando únicamente dos de ellos al 
r~gimen de los crímenes. si bien no de 
forma exclusiva ( 0'). Además, es muy 
posible que el resultado sólo sea agua 
de borrajas por el distinto enfoque que 
el nuevo Re lator especial, Gaetano 
ARAN'GIO-RUIZ.pretcndedar al pro-
yecto, ahondando más en las conse-
cuencias jurídicas de los crfmcnes y 
separándolas, po r razones de mayor 
claridad. de las del resto de hechos 
internacionalmente ilfcitos (1<).1) . 
En cualquier caso. de los trabajos 
de la C.D.!. y del Derecho internacio-
nal actualmente en vigor pueden dedu-
ci rse algunas aproximaciones al régi-
men de los crfmenes que podrfan cen-
trarse en los pumas que a continuación 
se abordan. 
10. Uno de los artlculos de la se-
gunda pan e del proyecto aprobado pro-
visionalmente por la Comisión, el nú-
mero S, establece en su párrafo 3º que 
"si el hecho internacionalmente ilícito 
constituye una cri men internacional", 
"para los efectos de los presentes anl-
culos·• "se entiende por 'Estado lesio-
nado' ... todos los demás Estados". 
Asf. en es te caso, el interés lesio-
nado no sólo es el del Estado (o Esta-
dos) sobre el (o los) que directamente 
se hubiera pod ido cometer el hecho 
ilfcito sino el de todos Jos Estados que 
conforman la comunidad internacio-
nal "toda defi ni ción de crimen interna-
cional en el párrafo 2 del anfculo 19 -
señaló RIPI-IAGEN- parece presupo-
ner el reconocimiento de un interés 
colectivo de todos los (demás) Esta-
dos" ('os). "La calificación de hecho 
ilfcito como 'crimen internacional' pa-
rece llevar implícita una 'posición no 
neutral' del tercer Estado respecto del 
hecho ilfcito" (106). 
Sin embargo. como por ejemplo 
puso de manifi esto la sentencia de la 
Barcelona Traction ('07), es evidente 
que ese interés colectivo y la posición 
no neutral del tercer Estado no sólo se 
circunscriben al"crimcn" sinoquedebcn 
de deducirse también de la categorfa 
más amplia de violaciones a normas de 
ius cogens. Nada, en cambio, se ha 
señalado al respecto en el proyecto, a 
pesar de que el propio RIPHAGEN se 
expresó en este sentido ('~). 
Hecha esta salvedad. la considera· 
ción de '' lesionado", ante Lodo, faculta 
a cualquier Es lado para poner en mar-
cha o para accionar el mecanismo con-
ducente a la calificación de las respon-
sab il idades("~) . Por otra parte, lapo-
sición no neutral del tercerEs!ado tam-
bién considerado como lesionado le 
hace partícipe del régimen de respon-
sabilidad resultame, asumiendo una 
serie de derechos y de obligaciones. 
Cae por su propio peso, de todas for-
mas, que ese régimen será distinto 
respecto del Estado o Estados especial 
y más dirCCJamentc afectados por la 
violación, si los hubiere, ya que en este 
caso el régimen genera.lizado tendrfa 
que completarse, para ese Estado o 
Estados, con las consecuencias resul-
tantes de la comisión de un hecho 
ilfcito "bilateral"("'). 
ll. Como vimos, en virtud del pá· 
rrafo 22 del artículo 19 de la primera 
parte del proyecto, al calificación de 
un hecho ilícito como "c rimen interna-
cional" corresponde a la '';;omunidad 
internacional en su conjunto", lo que 
nosignificaqueel reconocimiento deba 
ser unánime pero sf que esté apoyado 
por"todos los componentes esenciales 
de la 'comunidad internacional'". Aho-
ra bien, es evidente que, aún asf, esta 
afirmación es, a todas luces, demasia-
do abstracta. 
Según Will cnRIPHAGEN,esadis-
posición presupone la existencia de 
obligaciones internacionales "tancsen-
ciaJcs (es) para la salvaguardia de inte-
reses fundamentales de la comunidad 
internacionaJ que su violación está re-
conocida como cri men por esa comu-
nidad en su conjunto". Por lo tanto, en 
su opinión, "cabe presumir que este 
reconocimiento es anterior a la viola-
ción" (112). 
Estas últimas palabras de 
RIPHAGEN, si ciertas por vagas , en 
cambio pueden dar a entender que ese 
reconocimiento sea algo mecánico y 
que, cometida la violación, nada tenga 
que decir ya la comunidad internacio-
nal por haberse pronunciado previa-
mente. No: es obvio que, en abstracto, 
la comunidad internacional en su con-
junto califi ca como "crímenes" ciertos 
hechos, con independencia de que se 
produzcan o no; también el legislador 
interno prevé tipos delictivos, pero 
ello no excluye la necesaria interven-
ción del juez. Por lo tanto, cometida la 
violación, la "comunidad internacio-
nal en su conjunto" debe reconocer 
que. en el caso concreto, se está ante un 
"crimen intemacional" y cUo no sólo -
como señalara Roberto AGO- porque-
dar un margen considerable de incerti-
dumbre en cuanto a la inclusión de un 
hecho en la categoría de los "críme-
nes" (113) sino especialmente por el 
elcmentaJ principio general del dere-
cho de la presunción de inocencia por 
irrisible que en ocasiones pudiera pa-
recer. En este sentido, el propio 
RIPHAGEN opinó, constatando· algo 
evidente, que "hay pocas probabilida-
des de que los Estados acepten en 
general una norma jurídica según los 
delineamientos del anfculo 19 ... sin 
garamfas legales de que no serán acu-
sados por otro Estado o por todos los 
demás Estados de haber cometido un 
crimen internacional" (11 ' ). 
De este forma. ante un presumible 
crimen, siempre es necesaria la prev ia 
calificación ad hoc. Pero, ¿cuál es el 
método o procedimiento a través del 
cual la comunidad internacional en su 
conjunto califica un determinado he-
cho o situación como "crimen interna-
cional"?. 
Ante todo. una concreta violación, 
como cualquiera de las citadas como 
ejemplos en el proyecto de anfculo 19, 
puede provocar un rechazo tal genera-
lizado en "todos los componentes esen-
ciales de la comunidad internac ional" 
que su calificación corno crimen pu-
diera ser fácilmente deducible. El mé-
todo, cicnarncnte rudimentario, no es 
extraño para el Derecho internacional: 
piénsese, por ejemplo, en la fonnación 
de la cos tumbre, aunque, en este caso, 
el proceso es mucho más lento y, por lo 
tanto, más seguro, pero no exento de 
dificultades, imprecisiones e inccni-
dumbres; también dist into. En cual-
quier caso, las garantías que ofrece, 
incluso en los supuestos más evidentes 
de "crímenes", no son suficientes para 
ser aceptados mínimamente por los 
Estados, temerosos de una utilización 
arbitraria de la cali ficación obtenida 
por una vía como ésta. Por ello, y por 
lo que conlleva un "crimen", puede 
constatarse, en la práctica, una tenden-
cia que, como señaló la Comisión de 
Derecho Internacional, "reserva a ins-
tituciones internacionales distintas de 
los Estados la función previa de deter-
minar la exi stencia de una infracción 
de ... (Las) obligaciones de im portancia 
esencial para toda la colectividad in-
ternacional" (115) . 
Ahora bien, indcpcndicnlcrnentede 
esta reserva, la misma existencia de 
esas insti tuciones internacionales pue-
de tener, como sucede con las costum-
bres generales. importantes efectos en 
relación con la cali ficación de un cri-
men, especialmente en el caso de la 
Asam blea General de N.U., órgano o 
"foro" en el que precisamente están 
presentes todos los componentes esen-
ciales de la comunidad internacional, 
por lo que, a través del apoyo que se ha 
podido prestar a una deLenninada reso-
lución, será fác i 1 obtener lo que esta 
comunidad piensa acerca de un hecho 
ilfcito. Asf, por ejemplo. en su resolu-
ción 36/27, de 13 de noviembre de 
1981. sobre la" Agresión annada israelf 
( 111) Tercer informe . .. cit., p. 52, 
par. 138. 
( 113) A.C.D.I. t976, vol. ll. 1' parte, 
p. 58, par. !52. 
( 11") Cuarto informe M)brc el con te· 
nido ... A.C.D.l. 1983, vol. H. t 1 par-
te, p. 13, par. 65. En este sentido. 
v&\so R. AGO, A.C.D.l. 1976, vol. 
ll , 11 pano, p. 58, par. 152. 
('") A.C.D.l. 1979, vol. 11. 21 parle, 
p . 142, par. 12. 
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("')N.U .. A.G.,Documen10s oficia-
les del Lri¡¡ésino sexlo periodo de 
sesiones, Suplemento n' S 1 (11/36/ 
5 1), pp. 20-J. 
( 11 ') C!IROONII LLORENS. Jorge: 
"La responsabilidad inlcmacional por 
violación gruvc de obligaciones esen-
ciales para la salvaguardia de intere-
ses fundamen1ales de la comunidad 
internacional (cl"crimen intc·milcio--
nnl''). en A nunrio de Derecho 1 n-
lc rnucional, vol. VIII. 1985. pp. 292· 
3 y nota 79. 
( 11 ') N.U .. C . deS., Documentos ofi-
ciales. S/INF./36, p. 22. 
( 11 '1 S/INF./37, p. 11. 
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contra las instalaciones nucleares 
iraquíes y sus graves consecuencias 
para el sistema inlcrnacional estable-
cido respecto de la utilización de la 
energía nuclear con fines pacíficos, la 
no proliferación de las armas nuclea-
res y la paz y la seguridad imcrnacio-
nalcs", la Asamblea General condenó 
"enérgicamente a Israel por su acto de 
agresión premeditado y sin preceden-
tes cometido en contravcrción de la 
Cana de las Naciones Unidas y de las 
normas de conducta internacional, que 
constituye una nueva y pelig rosa 
intcnsi ficación de la amenaza para la 
paz y la seguridad internacionales" 
( 116). La resolución fue aprobada por 
109 votos a favor, 2 en contra y 34 
abstenciones. 
Si en este caso el número de absten-
ciones parece elevado, el motivo de las 
mismas, como seííala el profesor 
CARDONA LLORENS, no debe bus-
carse en la fi nalidad de la resolución 
sino en determinados elementos que 
en ellas se introducen y "que, no necc-
sari amenle, tienen que ver con el obje-
to de la misma": uno de los molivos 
que más abstenciones produjo en la 
resolución 36/27 fueron las frascs"gra-
vcmcntc preocupada por el hecho de 
que Israel util ice ilícitamente aviones 
y armas suministradas por los Estados 
Unidos de Améri ca para cometer sus 
actos de agresión cont ra los países 
árabes" y " reitera su petición a todos 
los Estados para que de inmediato sus-
pendan el suministro a Israel de am1as 
y material conexo de todo tipo" ( 117). 
Fn ln rln r-a <n n tra< rr<ol 11c innr' dr la 
A.G. (como la 39/50A, de 12 de di-
ciembre de 1984, sobre la presencia 
ilegal en Namibia por Sudáfrica, esta 
última aprobada por 133 votos a favo r, 
ninguno en cont ra y dos abstenciones) 
rene jan más claramente la convicción, 
por parte de la comunidad internacio-
nal esencial para la salvaguardia de 
intereses fundamentales de la comuni-
dad inlemacional. 
En efecto, la Asamblea General, en 
cuanto foro, constituye un lugar idó-
neo a los efcclos de cali ficación o 
declaración de un "crimen inlemacio-
nal" y que ofrece la garantía dcllablero 
elemónico de recuento parti culariza-
do de volos. Es obvio, de ladas fo nn as, 
que habrá de estarse no sólo a los vol os 
sino Jambién al contenido concrclo de 
la resolución. Pero, además, en cuanto 
órgano, la A.G. tiene unas competen-
cias generales, pudiendo "disculir cua-
lesquiera asuntos o cuestiones dentro 
de los límites de esta Cana." (an. 10), 
"considerar los principios generales de 
la cooperación en el manlenimienlo de 
la paz y la seguridad internacionales" 
(an. 11-19) y "discutir toda cuestión 
relativa al manleni miento de la paz y la 
sc¡,'uridad inlemacionales" (an. 11-2°), 
con el lfmile o reserva del an. 12 en 
favor del Consejo de Seguridad. 
También el Consejo de Seguridad, 
primordial responsable en el manteni-
miento de la paz y la seguridad imema-
cionales, debe ser considerado como 
un órgano imponanle en el cumpli-
miento de es1a fu nción, más. desde 
luego, por los cometidos que le han 
asignado las Naciones Unidas que por 
el simple crilerio de su com posición. 
De hecho, además, indepcndienlemenlc 
de que decida o no "medidas" al res-
pecto. el Consejo de Seguridad, con 
una -digamos- relaliva frecuencia, ha 
calificado de tal fo rma ciertas situa-
ciones que inducen a pensar en la exis-
lcncia de un "crimen". Es el caso, por 
ejemplo, de la resolución475 (1980), 
de 27 de junio, en la que "condena 
enérgicamente" al régimen nacistade 
Sudáfrica por sus premcdiladas, pcr-
.;;i~l rn rr~ ~v .;;o.;;lrnirltloo: i nvrt~ionr~ ~r­
madas de la República Popular de 
Angola, que constituyen una mani-
fiesla violación de la soberanía y la 
inlegridad lerrito ri al de e!¡!! país, asf 
como una grave amenaza a la paz y la 
seguridad internacionales("'), o de la 
resolución 487 (1981), de 19 de junio, 
en la que "condena enérgicamente el 
a1aque mililar del Israel (contra las 
inslalaciones nucleares iraqufes) que 
viola claramente la Cana de las Nacio-
nes Unidas y las normas de comporta· 
miento internacional" (119) . 
Por otra parte, el Consejo de Segu-
'r 
ridad, en una resolución tan imponan-
te como la 3314 (XXIX) de la A.G., 
puede decirse que encarna a la "comu-
nidad internacional" en la dctcnnina-
ción del crimen por excelencia: el acto 
de agresión. Tanto el proyecto de anf-
culo 19 como la "Definición de la 
agresión" ofrecen una serie de ejem-
plos, precisando. de fonna expresa, 
que la lista no es exhaustiva, y si en el 
primer caso se integra por la acción de 
la entidad "comunidad internacional 
en su conjunto", en el segundo se deja 
en manos del Consejo de Seguridad la 
detenninación de"quéotms actoscons-
tituyen agresión, con arreglo a las dis-
posiciones de la Carta" ('w). Debe 
precisarse, de rodas fonnas. que la 
acción de la "comunidad internacio-
nal" no sólo se limita a contemplar la 
lista sino que se dirige también a la 
calificación del caso concreto, coinci-
da o no con alguno de los ejemplos 
citados, lo que asf mismo hará el C. de 
S. con los supuestos de que conozca. 
Puede obse rva rse, como hizo 
RIPHAGEN, que "la comisión de un 
crimen internacional no afecta necesa-
riamente al mantenimiento de la pa7. y 
la seguridad internacionales" (121), por 
Jo que el Consejo de Seguri dad lcndrfa 
una intervención no generalizable res· 
pecto de todos los crfmcnes. Sin cm· 
bargo, en la práctica, este órgano ha 
debatido asuntos que no directamente 
ponen en peligro esa paz y seguridad 
pero que si se refieren a intereses fun-
damcmales de la comunidad interna· 
cional, como por ejemplo los referen-
tes a la política de segregación racial 
llevada a cabo por Sudáfrica, c. inde-
pendientemente de que ello sea posi-
ble en una interpretación flexible de la 
Cana y del concepto "mantenimiento 
de la paz y la seguridad internaciona-
les", bienvenida sea en todo caso una 
más amplia intervención del Consejo 
de Seguridad. 
Lo impon ante, de todas fonnas, es 
que si el "crimen internacional" signi-
fica o implica que la comunidad inter· 
nacional en su conjunto resulta lesio-
nada, debe presumirse que la comuni-
dad internacional institucionalizada, 
es decir, la Organización de las Nacio-
nes Unidas, tenga algo que decir al 
respecto y desempeñar un papel fun-
damental por evidente. 
A pesar de ello, en ocasiones, tanto 
en la Asamblea General como en el 
Consejo de Seguridad, el reunir el voto 
favorable de todos los componentes 
esenciales de comunidad internacio-
nal puede impedirse por fac tores Jeja-
nos a una convicción jurldica, aun 
cuando claramente se está en presencia 
de un crim en. Por ejemplo, y sin pre-
juzgaren absoluto el caso, con motivo 
del a intervención annada en A fganistán 
por la U.R.S.S. , la Asamblea General, 
mediante su resolución ES/6/2, de 14 
de enero de 1980, deploró "vivamen-
te" esa intervención como incompa-
rable con el principio fundamental del 
respeto a la soberanfa, integridad rerri-
torial e independencia política de todo 
Estado, siendo adoprada por 1 04 votos 
a favor. l R en contra y 18 abstenciones 
('").la ex istencia de esos 18 votos en 
contra, que representaban al bloque 
sociali sta, hace que falte uno de los 
componentes esenciales de la comuni-
dad internacional, por lo que, teórica-
mente, no hay "crimen", calificación 
que, previamente, tampoco pudo 
obtenerse en el Consejo de Seguridad 
( 121). Pero éste es el sisrema de la 
comunidad internacional organizada, 
del que parece consciente el proyccro 
de articulo !9. 
Ahora bien, Naciones Unidas tam-
bién es la Con e Internacional de Justi-
cia, órgano judicial principal de la 
Organización (arl. 92 de la Carla), 
integrado por quince magistrados in-
dependientes que gozan de una al ta 
con~ideración moral y de una recono-
cida competencia en Derecho, y, aun-
que elegidos sin tener en cuenta su 
nacionalidad (an. 2 del Estatuto). en 
su elección deberá procurarse que es-
tén representadas las grandes civiliza-
ciones y los principales sistemas jurí-
dicos del mundo (an. 9). Por otra par-
le, si se tiene en cuenta la evidente 
relación entre los conceptos de nonnas 
("') N.U . . A.G . . Documentos oficia· 
les del vigésimo noveno periodo de 
scsioncs,Suplcmenlon'3 l (A/9631 ), 
pp. l5t -2. 
(1") Sc•to informo ... cit., p. 15. 
('") Datos recogidos de CARDONA 
l. l.ORENS, J, op. cit., p. 294. Es1a 
resolución fue adoptllda en el se< lo 
perfodo extraordinario de sesiones 
de la A.G .. convocado por la rcsolu· 
ción 462 (1980). de 9 de cneru de 
1980. del C. de S .. en e l marco de la 
resolución 377 (V) de la A.G., a 
instancias de Méjico y deFilipinas , y 
en la que se constataba In fa lta de 
unanimidad de sus miembros pcrrna~ 
ncutcs. 
('") Véase notaantcriory Al.AIMO, 
Maria Luisa: ··La quc.stionc 
dell" Afghanisllln allc Nazioni Unile 
e il problema del oonscnsonell"illocito 
in tcmazionale ... en Rivistadi Diri tto 
lnlcrna7.Íonulc. l98 l , fase. 2. PI'· 
2l!7 ·300. 
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("')O en la Convención de V1cna de 
21 de marzo de 1986 sobre el Dere-
cho de lo5 1n11ados entre Estados y 
Organi7.aciontS int&nacionllles o entro 
Organizaciones intcmncionales. 
(' '"') Tercer informe ... c it., p. 53, 
par. 142. 
("') Véase mi libro La jurisdicción 
contenciosa de la C orte Inte rna-
dona! de Justicia. Estud io de las 
r CJllas de su competencia, pp. 6-7. 
("')Véase el par:lgr•fo 2°delartícu-
lo 66 de dicha Convención. por ejem-
plo. en GUTIERREZ ESPADA. C .. 
y CAL V O CARA VACA. A.L.. Tex-
tos d t l Derecho Internacional l'ú-
blico. Madrid 1986, p. 8 J. 
('") Véascan. 96 de laCarudcN.U. 
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de ius cogcns y "crfmcnes internacio-
nales" y el procedimienJo previsto en 
la Convención de Viena de 1969 sobre 
el Derecho de los tratados (124) . en 
virtud de l cual se somete a un "control 
jurisdiccional" las controversias que 
versen sobre la interpretación o la apli-
cación de sus artfculos 53 ó 64. parece 
que la Corte de La Haya podrfa desem-
peñar un papel importante en la cues-
tión que nos ocupa. Según Willen 
RIPHAGEN, " la cali ficación de un 
comportamiento cali ficado de 'crimen 
internacional ' con arreglo a la defini-
ción que de este concepto enuncia el 
párrafo 2° del artfculo 19 de la primera 
parte del proyec10 puede muy bien sus-
citar una controversia ... (y) una contro-
versia de esa naruraleza puede compa-
rarse perfectamente con la que puede 
plantearse siempre que un Estado invo-
ca la nulidad de un tratado en virtud del 
anfculo 53 o del anfculo 64 de la Con-
vención de Viena (jus cog~ns)" (125) . 
Sin embargo, ¿cómo se interpreta, 
a los efectos del proyecto de anfculo 
19. una sentencia dada con el voto 
dirimente del Presidente o apoyada 
por una mayorfa exigua de jueces?. 
Además, la jurisdicción de este órgano 
es voluntaria (lo que evidentemente 
podrfa corregi rse en la "futura" Con· 
vención sobre responsabilidad) y sus 
sentencias, en virtud del arlfculo 59 
del Estatuto. sólo son obligatorias para 
las panes en el li tig io. 
¿Quiere decir esto último que nun-
ca podrfa obtenerse de la Corre una 
calific.1ción PrJ'-1 omnt>~? C'r~n <JilP 
no: Un Estado, cualquier Estado, pue-
de sol icitar de la Corte que simple-
mente declara la existencia de un "cri-
men"; si su competencia queda esta-
blecida (por la aceptación ante hoe, 
ad hoc o post hoc (116) de la misma por 
parte del presumo autor del crimen), la 
sentencia sobre el rondo, en esta oca-
sión, transciende de la pura relación 
bilateral, porque lo que debate la Corte 
es una conducta no del demandado 
hacia el demandante sino del deman· 
dado hacia toda la comunidad interna· 
cional. Si el dispositivo de la sentencia 
dijera "tal Estado ha cometido un cri-
men internacional...", serfa absu rdo 
sostener que los derechos y obligacio-
nes que resultan de tal calificación son 
ímicamente ejercitables y objeto de 
cumplimiento por los Estados panes 
en el proceso seguido ante la Corte. 
También la vía consultiva, junto a 
la contenciosa, puede ser oponuna a 
estos efectos, y más si se piensa, por 
analogfa,en la reciente Convención de 
Viena de 1986 sobre el Derecho de los 
tratados entre Estados y Organizado· 
nes internacionales o emrc Organiza-
ciones internacionales, que prevé la 
solicitud de opiniones consultivas a la 
Corte Internacional de Justi cia en con-
troversias relativas a la interpretación 
o la aplicación de sus artfculos 53 o 64 
(ius cogens). disponiéndose, además, 
que "la opinión consultiva que se emi-
ta ... será aceptada como decisiva por 
todas las partes ... " (1 21) . El modelo es 
ciertamente interesante; "lo malo" es 
que los órganos que pueden solicitar 
estas opiniones consultivas (1u) coin-
ciden, precisamente, con los que cree-
mos idóneos para la calificación del 
''crimen" (A.G. y C. de S.), y non bis 
in dcm: si como en el caso de Arganistán 
citado, uno de los "componentes esen-
ciales de la com unidad internacional" 
rechaza la calificación. creo que ser! a 
improcedente su posterior remisión a 
la Corte lntemacional de Justicia; dis-
tinto es que se decida que sea única-
mente este órgano judicial quien CO· 
nazca del asunto. 
Oa1P 1\Hhrq,v:'\ .nnr tílfimn .. v comn ~ 
desprende claramente, que es igualmente 
imporecdente y totalmcnlc incompati-
ble con el proyecto de artículo 19. la 
calificación de un "crimen" hecha en el 
marco de instituciones regionales o par-
ciales; no digamos las efecruadas indi-
vidualmente por los Estados. 
12. Una vez calificado el hecho 
como "crimen" por la "comunidad in-
ternacional en su conjunto", las for-
mas de responsabilidad que resultan-
como ya se ha señalado- serán, diga-
mos, diferentes de las que se aplican a 
,  
'1 
otras violaciones; dicho de mra fonna, 
esta nueva relación jurídica de respon-
sabilidad internacional ya no sólo se 
concreta en la "reparación". 
En la dctcnninación de las conse-
cuencias jurídicas de los crímenes, los 
propios órganos calificadores, especial-
mente el Consejo de Seguridad y la 
Asamblea General de las Naciones Uni-
das ('29), pueden desempeñar, y de he-
cho tienen encomendado, un papel im-
portante y, en ocasiones, prioritario. 
Incluso, en determinadas circunstan-
cias, el mantenimiento de la pa7. y de la 
seguridad internacionales puede exigir 
-como indicó Willcn RIPHAGEN- "que 
por el momento no se tomen 
contramedidas en respuesta a un hecho 
imcmacionalmcme ilícito", siendo apli-
cables en estas circunstancias "las dis-
posiciones y los procedimientos de la 
Carta de las Naciones Unidas" (130) . 
Este es el sentido del anículo 4 de la 
segunda parte del proyecto aprobado 
provisionalmente por la C.D.I., según 
el cual "las consecuencias jurfdicas de 
un hecho intemacionalmellle ilícito de 
un Estado enunciadas en las disposicio-
nes de la presente parte estarán sujetas, 
según corresponda, a las disposiciones 
y procedimientos de la Cana de las 
Naciones Unidas relativos al mameni-
micnlo de la paz y la seguridad interna-
cionales" ('"). 
En este terreno, la Organización de 
las Naciones Unidas. y en particular su 
Consejo de Seguridad, asume una res-
ponsabilidad primordial, o prioritária 
si se quiere, previéndose en el capítulo 
VIl de la Carta un sistema de seguridad 
colectiva para los casos de amenazas a 
la paz, quebrantamientos de la paz o 
actos de agresión, sistema que se pue-
de traducir en la decisión o en la reco-
mendación de medidas de naturaleza 
diplomática, polftica o económica e 
incluso de medidas que impliquen el 
uso institucionalizado de la fuerza ar-
mada (132). 
Si bien este último tipo de medidas 
nunca han sido adoptadas por el Con-
sejo de Seguridad, en cambio sf ha 
recomendado y decidido la aplicación 
de las de otra naturalc:~.a en asuntos o 
situaciones que afectaban, en general, 
al derecho a la libre dctenninación de 
los pueblos y la salvaguardia del ser 
humano("'). En otro marco, también la 
Asamblea General ha recomendado, sea 
a través de una -llamémosle- resolución 
ordinaria, sea a través de una resolución 
del tipo ''Unión pro paz" por la falta de 
unanimidad entre los miembros pcmla-
nentcs del Consejo de Seguridad (134) , 
medidas que afectaban a supu~tos si-
milares, incluidos aquéllos que impli-
caban actos de agresión (':u). 
Interesa subrayar, en todo caso, que 
las intervenciones de estos órganos de 
N.U. no han sido todas las deseadas, 
sobre todo en lo que respecta al Conse-
jo de Seguridad, quien, a causa del 
ejercicio del derecho de veto por parte 
de sus miembros pcm1anentcs, en nu-
merosas ocasiones. y en panicular en 
los supuestos graves de actos de agre-
sión, se ha abstenido de "lomar partido" 
o adoptar las medidas previstas en la 
Cana (136). Ahora bien, en este comen-
tario no debe perderse de vista el hecho 
bá~ico de que la Carta de las Naciones 
Unidas -como recuerda el profesor 
CARRILLO SALCEDO- no se propo-
ne tanto garantizar la aplicación del 
Derecho como asegurar un detennina-
do orden, la preservación de la paz y la 
seguridad intemacionalcs (137). 
De esta fonna, no creo que corres-
ponda a la Comisión de Derecho Inter-
nacional, en la codi licación del Dere-
cho de la responsabilidad de los Esta-
dos, proponer vfas de mejora al sistema 
de Naciones Unidas ('38), debiendo li-
mitarse a constatar lo que hay y tenien-
do presente que la intervención de los 
órganos de esta Organi7.aci6n no puede 
ir más aUá de lo previsto en la Carta. 
Las consecuencias jurfdicas de los 
crímenes, sin embargo, no se 
circunscriben, al menos hoy, a las que 
se deciden o recomiendan en el marco 
de la comunidad internacional 
institucionalizada; antes bien, estas con-
secuencias, en la práctica de hoy, son 
('") Dudo que la Corte lnlcrnacional 
dcJ uslicia sea un órgano idóneo pam 
esta dctcrminaci6n. 
('") Sexto inrormc ... cit. p. S. 
("') A.C.D.l. l9R6, •ol. ll , 2' parte, 
p. 4l. 
("') En el proyecto prcsenutdo pnr 
RlPllAGEN, se incluye un artículo. 
el l5 de la se gundn parle , que supone 
una adición al que contempla la:scon-
sccucncins jurídic:ns generales de un 
crime n inlemacional (el 14) . Según 
esa disposición extra, •·un acto de 
agresión da origen a todas las conse-
cuencias jurfdicas de un crimen m-
lcrnncional y, además. a los derechos 
y obligaciones es~ablecidoscn la C.'ltU 
de las Nacmncs Unida~ en virtud de 
sus disposiciones'' (A.C.D.I. 1985. 
vol. 11. l' parte, p. l 5). Sin embargo, 
en la C. D.!.. algunos oc sus miem-
bros eran parnd:trins dcsuprimircstc 
:~. rtlculo o de refundirlo con el 14. 
aduciendo que una disposici6n ex-
presa para los crimcncs de agresión 
tendería a restar impon:tncia a los 
demás cñrncn ~.;: otms, en cnmhio, 
opinaron que un articulo 15 distinlo 
cm necesario dado que las conse-
cuencias jurídicas de lu agresión eran 
objc1o de disposiciones específica.~ 
en laCaru del a N.U., cnrrelascualcs 
fi guraba el d<lrccho de lcgírima de-
fensa. reconocido en elnrlículo 51 de 
la Car~l (Véase A.C.D.I. 1985, vol. 
11. 2' parle . p. 25). En cualquicr caso, 
es obvio que la intervención de N .U. 
y, en panicular, la aplicación de l 
capítu lo VIl de la Cana. no se linlita 
a los acros de agresión. 
("') Bien es verdad que sólo en dos 
casos ha "dccidido"la aplicación de 
cs1as medidas diplon•itic..s o econó-
micas: caso de Rhodcsia (V¿¡,nsc. 
esHrcotras,lasrcsolucioncs232 ( l%6). 
253 (1968) y277 (1970) y oeSurárn cu, 
aunque en este último caso más 
limiutdamenre (vé.'lse la resolución 
418 (1977)). 
("')Resolución 377 (V) de la A.C. 
Según el profcsorLEIJEN, si L1 urili-
zación de esta re5aluci6n ha sido 
hasla 1980. a par! ir de esa recl1a pa· 
rece que tiende a ser más frecuente: 
"C'est ~ proposdc A fghanistan ... que 
le 'renouveau' de la resoluc ión 317 
(V)s'cs tmanifcslé"(CharlesLEBEN. 
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"Les contre-mesures inter -~tatiques 
eL les réactíons A l'illicite dans la 
soci~é intem ationalc", en el A.F.D.l. 
1982, pp. 9 ss.; en p.micular, p. 31 y 
nota74). Véase supra y,sobretodo. 
nota 122. 
(u') Es el ca.<o, por e¡cmplo. de la 
resolución J6/27 antes ci~da (véase 
supra y nola 116). 
('")Véase, porcjcmplo.cintCI]lfétcsc 
~mbién, la resolución 573 (1985) 
adopL3dapor eiC'. deS. tr1lS el bom-
bardoo por lsmcl de la sede de la 
O.L.P. en Túnez. Dicha resolución, 
adoptada por 14 votos a ravorcon la 
abstención de los EE.UU. dcA., con-
tenia, entre otros. e l s iguiente punto: 
"l,;rgen tly requcsl thc States 
Mcmbers or lhe United Nntions to 
la k e meas u res lo d issuade 1 sracl from 
rcsorting to such :tcts agai nsr thc 
sovcrcignty and territorial intcgrity 
or al! Statcs" (recogida del I.L.M .. 
1985, n°6, pp. 1740-1). 
("') CARRILLO SALCEIXJ, JUAn 
Antonio. C urso de Derecho l nler-
nucional Público, Departamento de 
Derecho lntemocmnal público. Uni-
versidaddcSevilla,l988,p.l81 (edi-
ción policopiado). 
('") En especial -como ha indicado 
RIPIIAGEN- habido cuenla de la 
existencia dcl Comité Especial de la 
Carta de las Nociones Unidas y del 
rortalccirniento del papel dela0rga-
ni1..acíón (Tercer inrormr .. . cll ., p. 
53, no~t 141). 
( 1lt_) Tcrcl'r inrormc ... cit ., p. 52. 
par. 136. Igualmente. véase >Upra . 
( '"') Véase el texto de es•s disposi-
ciones en A.C.D.I., 1985, vol. JI. 11 
parte. pp. 9-10. 
('")Sexto info rme ... cit., p. 14, nota 
44.AI rcspox:to, elac1uol Ponen le, Sr. 
A~I'<'VI\:1-~CJr.C. na sco!llfuuú <jU< 
"si bien es posible que tod•s las el•· 
ses de consccu~ncla~ de un hecho 
ilicilocstnblox:idas m u y sumariamente 
tombién, tal como es~n formuladas, 
o. los crímenes. el lo cicrlJlmenle no es 
usi" (Informe prcliminur ... cit., p. 
5). 
('") En este sent ido , véase 
RIPI lAG EN, Cuar to in forme_, ci t., 
p. 12. 
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casi excepcionales. Pero al igual que 
respecto deéstas, aquellas otras conse-
cuencias jurídicas de Jos crímenes in-
ternacionales, y asf se deduce de los 
trabajos de la C.D.r.. no deben ser 
inconsccuenles -como dijimos más 
arriba- con el actual grado de evolu-
ción del Derecho imcmacional o con 
un desarrollo futuro, pero posible, del 
mismo. 
Ante lodo, la comisión de un cri-
men puede afectar, más directa y es-
pecialmente, a un dctcnninado Estado 
o Estados. "Conviene no pasar por al! o 
-señaló el anterior Relator especial-
que en muchos c:~sos de crimen inter-
nacional, aunque no en todos, el mis-
mo comportamiemo constituye tam-
bi6n un hecho intcmaeionalmcnte ilfcito 
bilaleral, es decir. que en muchos ca-
sos hay uno o varios Estados especial-
mente perj udicados por la violación en 
lo que se refiere a los derechos de esos 
Es1ndos siguen siendo determinadas 
por las normas relalivas a otros hechos 
internacionales ilícitos" (1:w). 
Consecuenlemcnte, el primer 
parágrafo del anfculo 14 de la segunda 
pa1tedcl proyecto presentado porWillen 
RIPHAGEN. artfculo que recoge en 
general las consecuencias jurídicas de 
los crfmenes, comienza a li nnando que 
"un crimen internacional da origen 
a todas las consecuencias j urídicas 
de un hecho intcrnncionalmente ilícito 
y, adcm:is, ... "; es decir, aparte de las 
consecuencias propias de los críme-
nes, dará lugar a un:l reparación. 
Sin embargo, de esa segunda parte 
del proyecto, y pnnicularmeme de sus 
artfculos 6y7, parece deduci rse quede 
esa "reparación" participan Iambién el 
resto de Estados ('"'). Entendie ndo la 
repa ración en un semido amplio, es 
cieno que cualquier Estado, y no sólo 
el más directamente lesionado, puede 
exigir el autor del crimen que ponga 
término a la violación y que sumi-
nist re las garantías apropiadas con-
tra la repetición del hecho. Ahora 
bien, ¿puede participar de una repara-
ción en su sentido más propio? 
Tal y como está redactado el articu-
lo 6 citado, es procedente afinnar que 
el "Eslado lesionado (es decir, "iodos 
los demás Eslados" según el proyecto 
del articulo S) podrá exigir al Estado 
que haya cometido (el crimen) ... que 
restablezca la situación que exislíaames 
del hecho", o lo que es lo mismo, que 
proceda a un restilulio in integrum. 
Por otra parte, creo que cualquier Esta-
do puede exigir igualmente del aulor 
que proporcione (y lambién que le 
proporciones), de una u otra fonna, 
una satisfacción. Pero lo que no pienso 
que sea proccdenle es, como clara-
mente se infiere de los artfculos 6, 
puágrafo 29, y 7 en relación con el S, 
que cualquier Es1ado, por la comisión 
de un crimen, exija del autor "que le 
pague una suma de dinero''. Dien es 
verdad que en un comcmario de 
RlPHAGEN al proyeclo, aunque en 
nota. se sc1iala que "obviamente, la 
obligación del Esiado autor de pagar 
'una suma de dinero corrcspondicmc 
al valor que lendrfa el restablccimien-
IO de la situación que existfa antes de la 
violación' (art. 6, parr. 2), puede apli-
carse únicamente un pago hecho al 
Eslado o Eslados que han sufrido de 
hecho danos susceptibles de compen-
sación mediante ese pago". "No obs-
tante -continúa diciendo acertadamenle· 
cada Estado que no sea el Estado que 
ha cometido el crimen internacional 
tiene derecho a exigir que Ial pago se 
haga a ese Estado o Estados" ("t). 
Con es1as primeras consecuencias 
no sería apresurado concluir ya que el 
principio general de Derecho intema-
.r.Wtn."-' .1\r'.l"\!.hi.P"' .l:• .t\.~l1ót:.V~\é\t' ~ ·'-'-" 
intervenir en los asuntos que son de la 
jurisdicción inlema de los Estados, no 
se aplica a los casos en los que se ha 
come! ido un crimen inlemacional (1' 2), 
inaplicación que igual y obviamente 
se desprende de las consecuencias ju-
rfdicas de los crímenes. consecuencias 
a las que, por otra parte, RIPHAGEN 
califica de "adicionales·· (1 ' 3). 
Según este Rcla!orespccial, uno de 
los tipos dees1asconsecuencias jurfdi-
cas adicionales constituye una aplica-
ción del principio de que todos los 
Estados distintos del Estado autor de-
ben a ejercer un cierto grado de sol ida-
ridad cuando se vean confrontados a la 
comisión de un crimen internacional 
('""). Por lo tanto, Una consecuencia 
jurídica del crimen es que crea obliga-
ciones de solidaridad con todos los 
demás Estados y entre ellos ("'). y, 
aunque -según RlPHAGEN-, tanto la 
naturaleza como 1 a organización o puesta 
en práctica de esas medidas de solida-
ridad son susceptibles de determina-
ción por la comunidad internacional 
en su conjunto, no obstante, puede 
reconocerse un mfnimo de solidaridad 
necesaria aplicable en todos los casos 
de comisión de un crimen internacio-
nal; pues bien. este mínimo. en lo que 
respecta a la naturaleza de las nuevas 
obligaciones, se indica en el parágrafo 
2• del proyecto de artículo 14 ("6) con 
el siguiente tenor literal: 
"Un crimen internacional cometido por 
un Emdo crea para lodos los demás 
Estados la obligación: 
a) de no reconocer la legalidad de la 
situación or iginada por ese crimen; 
b) de no prc.<tar ayuda ni asistencia al 
Estado que haya eome1ido 1al crimen 
para mantener la situac ión originada por 
ese crimen; y 
e) de unirse a OITOS Estados para prestar-
se asistencia mutua en la ejecución de 
las obligaciones enunciadas en los apar-
lados a y b" ('"J. 
Este último apanado, máxima.ex-
pres ión de esa solidaridad , tiende a 
hacer más efectivas las "med idas" re-
cogidas anteriormente: la del apartado 
a) (148), estrechamente ligada a la san-
ción de nulidad de los tratados, cos-
tumbres o actos con eficacia norm ati-
va en oposición a una norma de ius 
cogens y la que hay que deducir asi-
mismo la inoponibilidad erga omnes 
de la situación contemplada, y. la del 
apartado b), dirigida -como señala 
RIPHAGEN- al "autor" del crimen, 
por cuanto "prohibe la cooperación 
internacional con el Estado autor en la 
medida en que esa cooperación ayuda 
al Estado autor a mantener la situación 
ori ginada por el crimen"; en cambio, 
esa prohibición "no comprende desde 
luego la cooperación internacional con 
el Estado autor en esferas que no guar-
den ninguna relación con el cri men 
internacional ni con la situación origi-
nada por ese crimen" (1•9). 
Más sucintamente, otro de los tipos 
de consecuencias jurídicas "adiciona-
les" se recoge en el segundo y último 
inciso del parágrafo 1• del proyecto de 
aniculado 14 al establecer que "un 
crimen intcmacional da ori gen a ... los 
derechos y obligaciones que deter-
minen las normas aplicables acepta-
das por la comunidad internacional 
en su conj unto". 
Si la redacción de este inciso puede 
aparecer algo, digamos, peculiar, de 
peculiar pasarfa a confusa si se interpre-
tara de acuerdo al comentario que el 
Relator especial hizo del mismo: según 
R!PHAGEN, este tipo de consecuen-
cias adicionales "sólo pueden detcm1i-
narsc por la comunidad imcmacional 
en su conjunto siempre y cuando ésta 
reconozca dctenninados hechos ... como 
constitutivos de cnmcncs internaciona-
les. En consecuencia, el párrafo 1 del 
presente artículo hace refe renc ia a ' las 
nom1as aplicables aceptadas por la co-
munidad intcmacional en su conj un-
to'"('"'). Es decir, este nuevo tipo de 
consecuencias serfan aquéll as que, en 
cada caso, una vez calificado el hecho 
ilfcito como crimen, determinara la co-
munidad intcmacional en su conjunto. 
No, se rompería el esquema, a no ser 
que la di sposición se refiera a las medi-
das adoptadas, fw1damcntal y práctica-
memc, en el marco de la comunidad 
internacional institucionalizada, más no 
creo que, espccfficamcnle, sea asf (15'). 
lndcpcndicntcmcnte de ese comen-
tario, la expresión ut ilizada en el 
parágrafo transcrito es, como recono-
cieron algunos miembros de la C.D.!., 
demasiado vaga, debiendo sersustitufda 
por otra más clara; concretamente, ese 
inciso podría hacer referencia a "los 
derechos y obligaciones que detemni-
('0 ) Véase Sexto info rme ... ciL, p. 
14. 
( 1") l b id., pp. 14- 15. 
('") VéascCuar to l nforme ... cit., p. 
13. po.r. 62. 
(H&) VéAse S exto info rme ... cit., p. 
t5. 
('")V tase el art. 6-J•propucsto por 
RIPIIAGEN <m Sil wrer informe. 
redoctado en los mismos tminos 
(A.C.D.I. 1982. vol. !, p. 210o 'Tcr-
ccr informe ... cil., p. 56). En cual-
quier caso, en In C.D.! .. por lo que 
respe<:laa.l parágmfo 2'del an. t4. se 
sc~aló que, incluso como expresión 
de una obligación mínima desolid n-
ridod, el phrufo debí.' referirse a 
deberes m á~ activos de todos los Es-
tadosdislintos dcl Eslndo:uaor. Cnn-
crcL·unentc. se tnencio nó el deber de 
coopcrac1.6n úc esos Estados con res-
pecio nlcn¡uiciamicnto y costigo del 
autor de un crimen intcrnadonal 
(!\ .C.D.!. 1985, vol. 11, 2' parle, p. 
25). 
( 141) Este apar1.ado se mspira cl11m· 
mcmc en la. rcgln enunciada en la 
Dccl:uación sobre: los p rincipios 
(R. 2625 -XXV- dc la A.G.) set•·m lo 
cual "no se reconocerá como )¡,;gal 
ninguna adquisición tcrritonal dcri· 
vada de la amcna7..a o el uso de la 
fucu.a"' . 
( "') Ter<cr informe ... c it., pp. 57-H. 
(" ') Sexto informe ... cit ., p. 14. 
("') Téngase en cucn~1. además. el 
parágrafo 3° de es le proyecto cle on í-
culo 14. q ue establece: ··salvo qua 
una norma nplicablc d~ dcrccllo in-
lernacional general dispongao~r.~ cos:~ , 
el cjercic io de losd ercchos dilnanon IJ!5 
del p:im1fo 1 de CS IC arlículo y el 
cumplimicnlo de las obliguciom.:s 
dimanantes de los p! rrafos 1 y 2 de 
este artículo cslán sujetos. mut:\ti~ 
mutandis. a tos proccdirnicnws es-
l>blccidos en la Cana de las Nocio-
nes Unidas para el mantcnimicnlo dc 
la paz y la seguridad internaciona-
les". Sin embargo, según RTP IIAG E.N, 
la función de este parágrafo 3' es 
complctamenle difercn1c de la del 
art. 4 citado supra, porque "la comi· 
sió n de un crimen i nu~rnacional no 
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afcctanocesariamcntc aJ manlCnimicn· 
tode la pa7. y la seguridad inrem acio-
nalcs" (Sexto informe ... ci t. , p. 15). 
A mi manero de ver. en cambio. pa-
rece mlís bien una claúsula no muy 
necesaria dado el anfculo 4 . 
("') Algunos o tros miembros de la 
Comisión, sin embargo, prd c.rfan la 
fórmula o expresión e mpleada por el 
Relator especial: A.C.D.I.l985, vol. 
11, 21 parte, p. 25. 
('")Sobre la licirud Jccstas medidas 
puede hacerse referencia ni laudo 
arbitral de 9 de diciembre de 1978 
relativo a Jos servicios :téroos entre 
los Esrados Unidos de América y 
Francia, laudo en el que el Tribunal 
sosruvo que "en cl esrado acrual de l 
Dcrocho intcmncional general. y sal-
vo que compromisos específicos de-
rivados de tratados paniculares y es-
pcci:\1 mente de los sistemas instituidos 
en el marco de las Organi:t.aciones 
intemacionulcs digan otra cosa, todo 
EsUldo puede valorar por sf mismo su 
siruación juddica respecto de los de-
mAs Eslados. En presencia de una 
silu.'\c:íón que A su juicio implique la 
violación de unn obligación inlcma-
ciona l por otro Esrndo. puede, con 
sujección a lo dispuesto por las reglas 
gcncmlcs del derecho internacional 
relativas rtl uso de la fuerza 11rmada, 
d ec idir la a¡> lica c ión de 
"(;onLrnmcdidns"' distintas il asegurar 
el rr.spero de su dcrccho" (par. 81 del 
laudo, Rccucil des sc ni C'nccs 
arbitrales, vol. XVI!!. pp. 482 ss .. 
rccagiuoueCARRILLOSALCEDO. 
J.A .. op. cit., p. 24 1; mds amplia-
mcnrc véase en GUTIERREZ ES!' A-
Di\, C . y CALVOCARAVACA, A-
L: Te.:tos de D~rccho l nlcrnacio· 
nal Público, cd. Tccnos, Madrid 1986, 
pp. 150 ss.). Creo. en lO<lo caso, que 
Jas líneas cit.udas, cspccinlmentc las 
del úhimo inciso, deben interpreta rse 
en sus justos térmlnos: esas 
"contra.mcdidas" están condiciona. 
,¡.,.,) -,.,-JilnU.I>D- .d.#.,,. .. ~ ..N 
requisitos y no cx:clusivamcntc al 
scilalado ( véase nota siguiente). 
( 114) Esllls condiciones, respccco de 
la.• "represalias", son, en general: 1) 
que el Estado lesionado haya intcnra-
doprcvia.mentc obtener una "repara-
ción": 2) que exista proporcionali-
dad entre la medida adoptada y la 
violación previa; 3) que no implique 
el uso de la fuena, salvo legitima 
de fen sa. 
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ncn las normas aplicables de dere-
cho internacional (152) . 
En todo caso, sea lo que sea, es 
cvidcnlc que, por una parte, la entidad 
"comunidad internacional en su con-
junto", al calificar el hecho, puede a la 
vez dctenn inar sus consecuencias, y 
que, por otra, existen consecuencias 
jurfdicas aplicables a los crfmcnes que 
el Derecho internacional comempla. A 
es re respecto, debe rencrse en cuenta el 
proyecto de an feulo 3 (segunda parte) 
según el cual " ... las reglas de derecho 
internacional consuetudinario continua-
rán rigiendo las consecuencias jurfd i-
cas de un hecho imcrnacionalmcnte 
ilfcito de un Estado que no estén pre-
vistas en las disposiciones de la pre-
senle parte". 
Ante todo, el Es1ado o Estados es-
pecial y más direcrameme lesionados, 
si los hubiere, pueden adoptar las me-
didas de "autotutela" previstas por el 
Derecho internacional ( ISJ) teniendo 
presente las condiciones que. al res-
pecto, este mismo Derecho exige (1!•). 
En panicu lar, según el anfculo 9, 
parágrafo t •, de la segunda parte del 
proyecto y con sujec ión a ciertas limi-
taciones ('55) , "el Estado lesionado podrá, 
como medida de represalia, suspender 
el cumplimienlo de (las obligaciones 
contraídas con el) ... Estado que haya 
cometido el hecho intcrnacionalmcnlc 
ilfcito" (156) . 
¿Y los demás Estados?, ¿pueden, 
con las mismas limitaciones, decidir 
uniJ~3or.:Umonto }.:l .::~pJ jcac;ó.n .do oss-s 
medidas de represalia?. Como se ha 
señalado más de una vez., si el hecho 
ilícito constituye un cri men imerna-
cional. por "Estado lesionado", en vir-
tud del art. 5 del proyeclo se cmender.l 
"todos los demás Estados". por lo que 
cualquier Estado "podrá" adoptar (en-
tre otras) la medida de represalia cica-
da con las limitaciones que conLienc. 
En mi opinión, ésta es la cuestión 
más di ffcil dcltema que nos ocupa, '' le 
noyau dur". Si es cierto que la comi-
sión de un crimen internacional debe 
considerarse como una infracción co-
mclida contra todos los miembros de 
la colectividad imemacional, y no sólo, 
en caso de que los hubiere, contra el 
Estado o Estados más dirCCiamente 
afeclados. lleva razón Roberto AGO 
cuando aduce que "no se pueden sub-
estimar los riesgos que crealia el he-
cho de llevar el reconocimiento de ese 
principio -cuyo valoreslriba sobre lodo ... 
en afinnar la necesidad de una solida-
ridad en general frente ... (a esos alen-
tados)-hasla el cXIfemo de considerar 
que todo Estado eslá autom:llicamente 
autorizado a reaccionar comra la vio-
lación de ciertas obligaciones cometi-
das en perjuicio de otro Estado y a 
a pi icar individualmeme al Estado au-
tor de la violación medidas de repre-
sión. Por ello, es comprensible que 
una colectividad como la imemacio-
nal , dedicada a la búsqueda de una 
organización más estructurada y de un 
esbozo, por lo menos, de 'insti rucio-
nalización', haya tomado otra direc-
ción, es decir, se haya inclinado hacia 
un sislcma que reserva a instituciones 
intcmacionalcs dislintas de los Estados 
la tarea previa de (la calificación) ... y, 
después, de !Ornar una decisión acerca 
de las medidas que deban adop¡arse y 
de su ejecución" (157). 
Ahora bien. si embrees posible, como 
lo demuestra la práctica. que falle una 
"decisión" colectiva al respecto. Piénsese, 
además, en el supues1o, nada insólito, 
de que el Es lado au1or del crimen pcr-
sisla en la violación y se niegue a dar la 
mínima sati sfacción. ¿El crimen, en 
este caso, debe quedar impune?. 
Cualquier Estado, anle todo, puede 
decidir unilateralmetlle las medidas de 
rc10rsi6n ("') que estime convenien-
tes, medidas que, siendo lfcitas, pue-
den adoptarse respeclo de .lodo acto 
ilfcito pero que. sin embargo, no por 
ello deben ser consideradas como irre-
levames si van dirigidas al au1or de un 
crimen. Es evideme que si un número 
considerable de Estados, aún 
unilaleralmente, aplican este tipo de 
medidas, aún con distinto contenido, 
los intereses del Estado a quien se le 
imputa el crimen se verán seriamente 
' t 
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afectados. ¿Motivo de enm ienda?. 
¿Motivo para que, si no hay ánimo 
de enmienda, se procediera a la adop-
ción de medidas más graves como las 
de "represalia"? i\""o -podría respon-
derse-, un Estado no puede asumir por 
sf sólo la función de "'gendarme" de la 
comunidad internacional... el remedio 
sería peor que la enfemedad ... el caos 
al que podría conducir una abiena 
pennisivilidad en este sentido no con-
viene a la comunidad internacional ni 
a su ordenamiento jurídico (119). 
A falta de una "decisión" de la 
c.omunidad imemacional en su con-
juma, si se rechaza la adopción unila-
teral de medidas de represalia, creo 
que debiera pensarse en la convenien-
cia (y en la licitud) de una respuesta 
semicolecti va. 
En este sentido, para RlPHAGEN, 
supone una garantía que las 
contramedidas sean "adoptadas por una 
agrupación de Estados colectivamen-
te ... La idea en sf no carece enteramen-
te de preccdenfcs, apanc de la circuns-
tancia de que incluso un crimen inter-
nacional puede afectar a algunas par-
tes de comunidad internacional más 
que otras (100}. Además, la propia "co-
munidad internacional en su conjunto 
podría reconocer que, en detcrm inadas 
circunstancias,seríamás apropiado ocu-
parse del asunto únicamente en el pla-
no regional" ("'). 
De hecho, con motivo de la cri sis 
de los rehenes norteamericanos en 
Teherán, y ante el velo interpuesto por 
la U.R.S.S. a un proyecto de resolu-
ción presentado al Consejo de Seguri-
dad de N.U. que contemplaba la impo-
sición de "sanciones" económicas a la 
República islámica de Irán, la Comu-
nidad Económica Europea, por medio 
de una declaración adoptada en N ápoles 
el 17 de mayo de 1980 por los minis-
tros de Asuntos Exteriores de los Esta-
dos Miembros, decidió aplicar las 
medidas previstas en el proyecto de 
resolución citado; en panicular, todos 
los contratos concluidos desde el4 de 
noviembre de 1979 serfan afectados 
por medidas de embargo ('62). 
En éste y en algún otro caso (163), 
¿se actúa fuera de la cobertura del 
Derecho internacional?. Si existe una 
previa calificación como ·'crimen" por 
la comunidad internacional en su con-
junto, creo que no. 
Al respecto y con las salvedades 
necesarias (164) , creo que es oportuno 
señalar que, en caso de '"ataque arma-
do" , también es una respuesta 
scmicolecti va. y lícita, la legítima de-
fensa "colectiva·· si es llevada a cabo 
de conformidad a la Cat1a de N.U .. 
instrumento que, por el contrario, no 
da pie en mi opinión a que, en ese caso. 
cualquier Estadu, individualmente y 
remitiéndose a su propia apreciación, 
pueda repeler la agresión; como ha 
señalado la Corte lmcmacional de Jus-
ticia en su sentencia de 27 de junio de 
1986, "no ex iste en derecho interna-
cional consuetudinario alguna regla que 
pcnnita a otro Estado ejercitar el tlerc-
cllo de legítima defensa colectiva remi-
tiéndose a su propia apreciación de la 
situación" ('65) : " •• . en derecho interna-
cional consuetudinario ... ninguna reg la 
pcm1itc la puesta en práctica de la legí-
tima defensa colectiva sin el requeri-
miento del Estado que se juzgue vícti-
ma de una agresión annada" ('66) . 
Por otra parte, junto a las medidas 
colectivas que los Estados pueden adop-
tar confo rn1e al Derecho internacional 
general, aprovechando o no el foro de 
una Organización internacional, exis-
ten otras, de indudable relevancia para 
el tema que nos ocupa, decid idas por 
los órganos competentes de las Orga-
nizaciones internacionales y de acue r-
do al respectivo Derecho particular, 
que afec tan al disfrute de los derechos 
inherentes a la calidad de Estado miem-
bro. En efecto, un gran número de 
tratados instituyentes contemplan la 
posibilidad de que, por la violación de 
ciertas obligaciones internacionales 
relacionadas o previstas con o en los 
mismos, pueda procederse a la suspen-
sión de alguno o de todos los derechos 
('")Estas limilllCiones están reco¡;i-
diiS en los ans. 9-29 y 10 a 13. U nade 
esas limitaciones (an. 10-19)serofie-
re al previo agoramicntn de los pro-
ccdtmien!Qs d e orrcglo pacflico. no 
distinguiéndosecntre crimcncs y dc-
htos. Sinemb:u¡;o. en los debates que 
tuvieron lugar en la Scxm Comi<ión 
de la A.G. de N.U. durante t976 y 
19 82 <obre el pro y ce lo prcpamd o por 
la C.D.I. . schiw re ferencia a que. en 
el caso de la comisión de un crimen. 
el Es1ado lesionado 1endna la facul-
tad de adoptar inmediatamente me-
didas de represalia s in necesidad de 
solicitar previamente la reparación; 
significativamente. é.sr.a fue 111 opi-
nió n de Estados Unidos (v~so 
SI'INEDl, M., op. cit., pp. 63-65). 
( ' 56) En especial. una de esas limlln-
cionc<, recogida en el an. 12 del 
proyecto. hace inaplicable la medida 
respecto de las obligucmncs de los 
Estados en v irtud de una nom1t1 im· 
J}Crativa de Derecho lntc.macional 
RCncraL Paresia razón, en el caso de 
!:1 comisihn de un crimen, (10 scría 
aplicable el a rt . 8 del proyecto en 
virtud del cuul"" . .. el Esiado lc.< iona-
cJ u poc.lrá. como medida de reciproci-
dad, suspender el cumplimiento de 
sus obligaciones para con el Estado 
que haya come tida un hecho 
internacionalmente ilícito, si tales 
obligaciones corrc.<ponden a la obli-
gación violada o están dircc1n.men1e 
rc laciomtdascon clla". Véascsupro 
In rclac: i6n cnarc normas de i us cogcns 
y <..limenes intcrnucion¡,lcs. Sci\álc· 
se, por oLro panc. que en el quinto 
informeprc.<entado por RIPl iAGEN 
(A.C.D.I. I984,vol. ll. l ' p .• ¡>.J). los 
arts. 8 y 9 del proyecto haciun refe-
rencia u que e l Estado lesionado ten· 
drá derech o, expresión que en el 
sex1o infonnc ci1., ( p. 11) se sustitu-
ye por la palabra poc.l rá . 
(''"') Octavo informe .•. de R. AGO. 
A.C.D.I. 1979. vol.ll. l ' p., p. 43. 
("') Entiéndase por retor sión aq uel 
acto ilicito. pero inamisloso,dirigido 
a causar dan o al Estado autor de un 
hecho inaemacinna.lmente ilícitO. 
('")A c:stc rcspcclo. laposición man-
lcnida por Rl PHAGEN ha sido muy 
restrictiva. Algunos miembros de la 
C.D.I., sin embargo , opinaron que 
lodos los Estados. individualmente. 
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pueden adopw"contramedidAS"res-
poclo del autor del crimen; ahora 
bien. lo que no reso lla claro de esw 
opiniones es si se referían alas medi-
das de represalia o sólo a las de 
retor.nón (véansc. en particular. las 
opintonesdeSCIIWEBEL (A.C.D.I. 
1980. vol.!, pp. 90-3) y SINCLA IR 
(A.C.D.l. 1983, •al. l. pp. 140-3)). 
('"') Tercer informe ... ciL, pp. 53-4. 
(101) S .. lD inrDr mc_, eiL, p. 15. 
( 1") Véase Charles ROUSSEAU: 
''Chroniquedes fn.itsintcmationaux'', 
R.G.D.I.P .. L 84, 1980, n•3.pp. 883· 
4. Sobre la comisión de un "crimen 
intemacional"porc l P.sradodc la R.!. 
de Irán, v63~ mi artfculo .10obre .. Las 
obliga.ciones rrga omnc-; . .. · · cit., pp. 
1038 SS. 
('") Me refieran los medidas adopta· 
das por la C.E.E. respecto de Argen-
tina con motivo de la c rb. is de las 
Malvinos: Véase "Chronique des 
foits ... " cit., R.D.G.l.P., t. 86, 1982. 
n1 4, p. 748. 
('") u legitima defensa, ¿es una 
forma de responsabilidad?. La res-
puesta de In C.D.I. parccealirmativa: 
v&tse at respecto, como resumen, 
SPINEDI. M .. o p. cit., pp. 84 y 40 
especial mente. 
( "')Case concernin¡: mil itary anrl 
paramililaryacti,·iltcs innnd agaiJlst 
Nk:aragua, I.CJ. Rcports 1986. p. 
104, pAr. 195. 
("') !bid., p. 105. par. 199. En parti-
cular, y aunque anterior a esta sen-
tenci:l. sobre la legítima defcn.._ en 
relación al tema que nos ocupa, es 
mtcrcs•ntc ver CAREL LA, G.: La 
rcsponsabilit~ dcllo Stalo pcr 
crimini 1nttrnazionali, Jovenc, 
N~poles. 1985. 
t''" 1\nkulf'" 5 v6 Vétt."'C c.l or1. )Q 
para el easodetncumplimicntodc las 
obligaciones linancicras para con la 
Or go n W.ción. 
("") Artículo 8. Vénse :ll't. 9 para el 
caso de incumplimiento de las obli· 
gacioncs financieras para. con lll Or-
gani7.ación. 
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del E.<;tado miembro o incluso a su 
expulsión de la Organización. En par· 
ticular, y en lo que pudiera afcciara las 
consecuencias jurídicas de los críme· 
ncs, la Cana de las Naciones Unidas 
recoge este tipo de medidas de car~ctcr 
discipli:~ario para los casos en los que 
"haya violado repetidamente los Prin-
cipios conlenidos en esta Cana" (167). 
Por su parte, por ejemplo, el Estatuto 
del Consejo de Europa prevé en caso 
de infracción grave de las normas so-
bre derechos humanos y libertades fun-
damentales (t63). 
Pues bien, todas eSias medidas dis-
tintas a las de contenido reparaiorio 
que, en vinud del Derecho imcmacio· 
nal contemporáneo. pueden ser afecta-
das a la comisión de un crimen interna-
cional ¿debcn scrcali ficadas como"san-
ciones"?. 
Si en un primer momemo el ténni· 
no utilizado por la C.D.!., y especial-
mente por Roberto AGO, fue el de 
sanción, a rafz de la discusión de 1979 
del artfculo 30 de la primera pane del 
proyec1o ('69) dic ho término fue 
sustitufdo por el de "contramedidas", 
mutación que, sin implicar un cambio 
en los puntos de visla de la C.D.!. 
sobre 1 as consecuencias jurídicas de 
los crfmenes, fue debida, como preci-
so la Comisión, a "la Icndcncia que se 
maní fiesta en el Derecho intemacional 
contemporáneo a reservar la aplica-
ción de la palabra ·sanción' para las 
medidas de reacción aplicadas en vir· 
tud de una decisión tomada por una 
OI)!aniwción intcmacional a consecuen-
cia de una violación de una obligación 
imemacional que tiene graves conse· 
cuencias para toda la comunidad imcr-
nacional, especialmente cienas medi· 
das que las Naciones Unidas están 
autorizadas a adoptar, dentro del mar-
co del sistema previsto por la Cana, 
con mir:~s al mamenimiemo de la paz 
y la seguridad internacionales" (t"'). 
Sin embargo, años ames, en 1973, 
la C.DJ. habfa definido puntualmente 
a la sanción como aquella "medida 
que, sin implicar ncccsariameme el 
uso de la fuerla. se caracleriza -par-
cialmeme al menos· por el hecho de 
Icncr como finalidad infringir un cas-
tigo. Tal final idad no se idemilica, por 
tamo. con la acción coercitiva encami· 
nada a lograr la ejecución de la obliga-
ción, la reimegración del lesionado o 
la reparación de los daflos" (171) . 
Asf. en el caso de la declaración de 
Nápoles, es decir, en el caso de una 
Organización inlemacional aunque no 
de N.U., las medidas adopiadas no 
puede afinnarse que fuesen sanciones 
o conlramedidas (o medidas" "represi-
vas" porque, como se subrayaba. le· 
nían "por único objetivo acelerar la 
liberación de los rehenes" ('n). En es le 
caso, por lo tanlo, la Comunidad Euro-
pea decidía una acción "coerciliva'', 
no deslinada a inflingi r un casligo (lo 
que muy posiblemente no le corres· 
ponda). Pero también en el caso de las 
medidas decididas o recomendadas por 
l\'aciones Unidas, la finalidad de mu-
chas de ellas ha sido expresamente el 
cumplimiemo de la obligación de ce-
sar en la activ idad (m), por lo que 
diffcilmeme se las podría calificar de 
sanciones o de medidas represivas. 
Por lo tamo, habrá que estar a cada 
caso concreto y ver o interpretar la 
fi nalidad que persigue la resolución 
que indica las medidas. 
En cualquier caso, estoy de acuerdo 
con el nuevo Relator especial, Gaetano 
ARANGIO-RUlZ, cuando prefiere el 
Iénnino "medidas" al de "comra-mc-
didas": "Uno de los motivos parlo que 
nos sentimos renuemes a accplar el 
Iénnino ·comramedidas ': "Uno de los 
molivos por lo que nos semimos 
renuentes a aceptar el Iérmino 
"contramcdidas" es que podrfa con-
fundir la noción ... de que -el prop io 
hecho ilícilo no puede calificarse de 
medida. Aunque bien podría suceder 
que el Eslado infraclor catalogara de 
conduela ilícita de medida (o incluso 
de contramedida), adoptada como re-
acción ante su supuesto hecho ilfcilo 
del Estado o Estados lesionados, sería 
más accnado que el 'legislador' no 
empleara ningún lenguaje que pudiese 
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alentar a que se catalogara un hecho 
ilfci to de otra cosa que no fuera un 
hecho o una acción ilfcita. 0 1ra razón 
de nuestra renuencia es la sensación de 
alarde de poder que despiena el térmi-
no 'contramedidas ' " (11'). 
13. En mro orden de ideas, es evi-
dente que la interpretación o la aplica-
ción de las disposiciones de la "futura" 
convención que afecten a los crfmencs 
internacionales podrán (o tendrán que) 
suscitar controversias, controversias 
que irán referidas tamo a la cuestión de 
si ame un caso concrclo nos cncomra-
mos en presencia de un crimen como a 
la del incumplimiento de las obliga-
ciones procedentes o a la de la licitud 
de las medidas que han podido ser 
adoptadas al respecto. 
En el primer caso, las controversias 
versarían sobre la imerprCiación o la 
a pi icación del actual proyec10 de anf-
culo 19 y, principalmcmc. podrfan plan-
learse en los siguientes lénninos: ¿lal 
hecho ilfcitoconstituyc un crimen?. El 
proccdimienlo que le diese ''solución" 
no podrfa ser cualquiera de los previs-
tos por el Derecho internacional. Di-
cho de otra forma, esta con1roversia 
implica la calificación del hecho. cali-
ficación que no puede hace re e más que 
confonnc a lo previslo en el propio 
anfculo 19. Asf, aunque el Rclalor 
especial, Willen RIPHAGEN, habfa 
anunciado su propósilo de incluir en la 
tercera panc del proyecto (Modo de 
"hacer efectiva" la responsabil idad 
internacional y solución de las colllro-
versias) una disposición que previera 
el sometimiento a la C. !.J . de las con-
troversias relativas al anfculo 19 (173), 
lo cieno es que el proyec1o de esa 
1ercera pan~ presentado por el propio 
RfPH AG EN nada se dice acerca de ese 
anfculo. Bien es verdad que, aún cali-
ficado oponunamentc el hecho, siem-
pre pueden existir dudas o quedar un 
margen de incenidumbre, pero en este 
caso acudir a la negociación, a la me-
diación, a la conciliación .. . parece fue-
ra de contexto (176). 
En el segundo caso, las controver-
sias. por el contrario, se plantearían con 
estos ¡énninos: ¿ha incumplido el Esta· 
do e su obligación de no prestar ayuda 
y asistencia al Estado A, autor del cri-
men, en orden a no mantener la situa-
ción originada por 6ste hecho?; ¿es lfci-
la la medida adoptada por el Estado D 
contra el Eslado A, autor de un crimen 
que ha dañado directa y especialmente 
al Estado B? ... En estos casos, cual-
quiera de los medios o procedimientos 
previslos por el Derecho mtemacional 
para la solución de di ferencias puede 
ser válido. Ahora bien, de entre 6stos, 
en mi opinión, el má idóneo es el 
arreglo judicial, en especial. por la Cor-
le Internacional de Justicia, sin perjui-
cio de la competencia de otros órganos 
de Naciones Unidas y, en panicular, del 
Consejo de Segundad ('11). 
En esta lfnca, la tcrcerc1 pane del 
proyecto presentado por Willen 
RIPHAGEN, que sigue el modelo de 
los anft:ulos 65 y ss. de la Convención 
de Viena sobre el Derecho de los trata-
d~ (aunque en su conjunto necesita de 
una profunda revisión tanto respecto de 
la fonna como del contenido), prevé -
inlcrprctándosccorrcctamente-quecum-
plidos cienos trámites y no resolvién-
dose la controversia en un tiempo deter-
minado por cualquiera de los medios 
indicados en el anfculo 33 de la Cana. 
"cualquiera de las panes en una comro-
versia relativa a los demás derechos y 
obligaciones a que se hace referencia en 
el anfculo 14 de la segunda pane de los 
presentes anfculos podrá. mediante so-
licitud escrita, someterla a la decisión 
de la Cone lnlemacional de Justicia" 
(pmycc1o de an. 4,h) (1111). 
Sin embargo. además de aq uellas 
controvers ias exislcn o! rasque podrfan 
plantearse, más específicamente, de la 
siguienle fo nma: ¿es lfcita la medida 
adoptada por el Es1ado F, por vfa de 
represalia. en vinud de la cual se pro-
cede a suspender el cumpl imiento de 
sus obligaciones internacionales res-
pecto del Estado A. au1or de un crimen 
internacional?. En este caso, la contro-
versia trmarfa sobre la interpretación o 
la aplicación de los anfculos 9 y si-
guientes de la segunda parte del pro-
("') "Contnomcdidas respecto a un 
hecho intemncionalmente tlícito". El 
anteproyecto del an. 30 presentodo 
por AGO llevaba por título "Ejerci-
cio legfumodc una sanción" (A.C.D.I. 
1979, VOl. 11 , 1' (Wte, p. 46). 
(11') A.C.D.l. 1979. vol. 11. 2' pllfte, 
p. 14S, par. 21. 
("')A.C. D.!. 1973. vol. !l. p. 178. 
("') "Chronique des fai l5 ... - cit., 
R.G.D.I.P., tomo 84/1980/J, p. 884. 
('n¡ Por ejemplo, en la resolución 36/ 
27 de la A.G. citada supra puede 
leerse lo sigui~nte: "Pidedenucvoal 
Consejo de Seguridad que instituya 
lll l'd ida.l> cocrcith•us eficaces para 
Impedir que Israel siga poniendo en 
peligro lapa> y ... " (el subrayado es 
mío). Un comentario más general a 
este respecto puede verse en 
CARDONA l.LORENS. J .. op. cit., 
pp. 322 SS. 
("')A RANCIO RUtZ, G .. lnrorme 
preliminar ... cit., p. 27. 
("') Véase. por ejemplo, Sexto in-
forme ... ci t., p. 19, par. 32. 
("•) l'.tm RIPIIAG EN, "esclamque, 
adem.i~de la~cue..c;l ione~ ·norm3lcs' 
rclaeionatlns con los hechos del caso. 
se puede plantear una conu-ovcrsia 
relativa a lo cahflcución de esos he· 
chos ... dnro es que esa calificación 
no puede quedar al urbitriodcc:adu 
Estado" (Sexto informe ... cit., p. 19, 
par. 31 ; el subrayado es mío). 
("') En la tercero pane del proyecto 
presentado J>Or RJPIIAGEN no se 
hace referencia ni anlculo 15 de la 
segunda parte (consecuencias juridi-
C<IS adicionales de la agresión) "por 
la '""6n -según explicó el Relator 
cspectal- de que la (pregunta) agre-
sión y la pretensión conexa de legiLi-
n1n defensa deben cxaminar~ecn pri· 
mcr lugar de conformidad con las 
disposiciones pertinentes de la Carta 
de las NacionM Unidas. El hecho de 
que corresponda • la C.! .J. una fun-
ción en ese proceso. el ámbi10dccsa 
función y la forma en que la ha de 
dc..~mpeilar son cuestiones de in ter· 
pretación y aplicación de la propia 
Cruto" (Séptimo informe ... ciL, p. 
5). 
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( 1"") Obviamente, no todos los 
miembros de In C.D. l. cs tuv•c-
roo de ucucrdu con Ja JUU~dic· 
ción dc laCJJ. En general, véa-
seA.C.D. l.1986,vol. ll ,2 'por~. 
p . 39, par. 48. Igualmente, 
SPINEDI. M., op. ciL, pp. 71 y 
97 SS. 
('") U>moreconocieron algunos 
miembros de la C.D.I , la1crcera 
porte del proyecto tenia un alcan-
ce limilado (A.C.D.l. 1986, vol. 
1!, 2' parte. p 39, par. 49). Es 
evidente, por otro parte, que los 
Estodos siempre puooen acudir a 
la Corte por una v(a de jurisdic-
c: ióu distmta. 
('"') Tercer lnrormc ... cit., p. 
52. pnr. 130. 
( 111 ) Véascclart(culu 5. npartado 
d). de la segunda panc del pro· 
yecto presentado por W. 
RII'IIAGEN. 
('") lnrorme pr elimina r ... ci t. , 
p. 127. par. 66 Igual reC<Jnoci-
miento hay que deducir de AGO 
(vfase supra, nota 10). 
( 1") Véanse los artículos 18-2'. 
29-2' y 33-2'a.dela primera par-
le del proyecto y el 12 de la 
~gunda."~ 
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yccto. Pues bien. según el proyecto de 
RIPHAGEN, este supuesto, extrana-
mente, cae fuera de la jurisdicción de 
la Corte, previéndose, por el contrario, 
un proccd imientode conci liación"('"). 
IV. CONCLUSIÓN 
La nueva (o relat ivamente nueva) 
figura del crimen internacional, en efec1o 
ha roto el cl:lsico esquema de la rela-
ciónjurfdica de responsabilidad inter-
nacional: en palabras de Willcn 
R1PHAGEN, el concepto mismo de 
"crimen•· supone "una desviación ... del 
plantcam iento tradicional de 
bilateralismo y la reparación en los 
asuntos intemacionales'' (110) . 
Cieno es que el bilateralismo no 
sólo se supera con la int roducción de 
ese tipo delictivo: piénsese en la sim-
ple violación de una no rma de ius 
cogens o también en la vtolac1ón de 
obligaciones impuestas por un tratado 
multilateral ('"'). lncluso debe afir-
marse. especialmente respecto del pri-
mer caso, que algunos de los puntos 
del régimen de responsabilidad abor-
dado no son pri vativos de los crfmenes 
internacionales. En este semi do, el an-
terio r Relator especial, Willen 
RlPHAGEN. reeonodó que la posi-
ción no neutral de cada tercer Estado 
"es una consecuencia jurfdica de un 
hecho ilfcito que no está reservado 
necesariamente a hechos ilfcilos como 
los que constituyen crímenes inter-
nacionales" ('"'-). 
Sin embargo, nada parecido se re-
coge cxpresamenteen las <!•versas par-
tes del proyecto presentadas hasta el 
momento: por el contrario. y con buen 
criterio, sf se ocupan del ius cogens 
como elemento corrector, como factor 
canalizador, como techo que debe ob-
servarse tanto en la constitución como 
en el contenido de toda rclaciónjurfdi-
ca de responsabilidad internacional ('n). 
En cualquier caso. las respuestas al 
crimen imcmacional son más o mayo-
res, o difercntes si se quiere: nonnal-
memc, el apanado de Naciones Unidas 
no se pondrá en marcha ante una simple 
violación de una nonna "imperativa" y 
las medidas de represalia adoptadas por 
"terceros Estados" respecto de esta pre-
via violación no serán lícitas. 
A la vez, esas respuestas, si mayo-
res o diferentes, son las previstas por el 
Dcrccho imemacional contemporáneo, 
y es Derecho internacional que el Con-
sejo de Seguridad de N. U., aún en el 
caso de crímenes evidemes, considere 
convenieme no imponer sanciones (o 
que adquiera en el fu turo una práctica 
distinta) y también lo cs. en mi opi-
nión, que los E.~ lados, con ciertos lími-
tes. puedan decidir medidas coerciti-
vas contra el autOr del crimen. Pero lo 
que no es Derecho intcmacional con-
temporáneo es el que ojalá fuese o el 
Derecho de las sociedades estatales. 
De ello creo que ha tomado buena 
nota Willen RIPH AGEN, cuyo traba-
jo, en general, debe ser valorado posi-
tivamente, y más si se tiene en cuenta 
lo difícil y delicado de la segunda parte 
del proyecto. Ahora bien, aunque haya 
tenido en cuenta esa realidad, pensan-
do o no en la respuesta de los Estados, 
el resultado da a menudo la imprcsión 
de ambigüedad, lo que no parece una 
vfa aceptable, al menos para el proyec-
to que debe presentar un órgano como 
la C.D. l. El resultado final dependerá 
oc una luiUra "contercncta oc ptcmpo-
tenciarios". donde claramente se ex-
pondrán las posiciones estatales. pero 
antes hay que allanar el terreno, y el 
jurista debe hacerlo con la claridad, la 
técnica (y también con el- realismo) 
que le han de caracterizar. 
